VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA SEGUNDA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 22 DE ENERO DE 2014, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 12 horas con 45 minutos del día 22 de enero del 2014, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Segunda Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, y a la cual se ha convocado. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. (Si le pueden subir al volumen, por favor)

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio.

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, y al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- La Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente:  

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Primera Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 15 de enero de 2014.

IV.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueban los días inhábiles del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, correspondientes al año 2014 y enero de 2015, para los efectos de los actos y procedimientos que se indican, competencia de este Instituto.

V.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 40 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

VI.
Asuntos Generales, en el que se encuentran los informes de comisiones de los comisionados ciudadanos, correspondientes al cuarto trimestre de 2013.

Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, de acuerdo con la Orden del Día, solamente, señores comisionados, que ya lo había platicado con ustedes, yo alrededor de las 2 de la tarde voy a tener que retirarme de la Sesión, si está finalizado pues no tendremos ningún problema, si no tenemos que proceder como lo indica el Reglamento, a nombrar a alguno de los comisionados para que pueda presidir la Sesión, por lo cual propongo se haga un pequeño receso para hacer el cambio en ese receso y poder continuar con la Sesión, si es necesario.

Y también, bueno, a la mejor ya ustedes todos lo saben, hace unos minutos la Cámara y la Comisión Permanente acaban ya de declarar constitucional la Reforma al Sexto y sólo ya ha sido turnar al ejecutivo para su publicación. Lo cual, pues llegamos a todos los institutos de transparencia, incluidos nosotros, pues nos debe congratular, sabemos que esta Reforma, pues esperemos sea para mejorar las prácticas de transparencia y protección de datos personales en todo, en todo el país.

No sé si hay algún otro comentario a la Orden del Día.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Quizá, precisamente, por el punto que acaba de mencionar el Comisionado Presidente. Buenos días a todos, antes que nada, perdonen.

Quizá, en Asuntos Generales nada más hacer un pronunciamiento de este Pleno, respecto de esta Reforma Constitucional, no un pronunciamiento que pudiéramos hacer como Instituto, precisamente para dejar constancia, pues, de la importancia de la relevancia que tiene este tema para el país.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Totalmente de acuerdo, Comisionado.

Si no hay más, entonces, voy a someter a votación.

Los señores que estén de acuerdo con esta Orden del Día, incluyendo en Asuntos Generales un pronunciamiento de este Pleno sobre la Reforma en materia de Transparencia. 

Los que estén de acuerdo con esa Orden del Día, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Primera Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, celebrada el pasado 15 de enero del 2014.

Señores comisionados, está a su consideración el proyecto de esta acta.

Si no hay ninguna observación, además de las que se han hecho ya llegar a la Secretaría Técnica.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el Proyecto de Acta del 15 de enero del 2014, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Acta de la Primera Sesión Ordinaria.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueban los días inhábiles del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, correspondientes al año 2014 y enero del 2015, para efectos de los actos y procedimientos que se indican, competencia de este Instituto.

Por lo cual, solicito con la aprobación de este Pleno para que el licenciado José de Jesús Ramírez, Secretario Técnico de este Instituto proceda con la exposición de dicho acuerdo.

Si nos hace favor, licenciado.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Las consideraciones de este acuerdo son las siguientes:

Que la Ley Federal del Trabajo en su Artículo 74, fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII y IX disponen que son días de descanso obligatorio, entre otros, el 1° de enero, el primer lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de marzo; el 1° de mayo; el 16 de septiembre; el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre; el 1° de diciembre de cada seis años; el 25 de diciembre y el que determinen las leyes federales y locales electorales.

De conformidad con el Artículo 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, las actuaciones y diligencias en ella previstas se practicarán en días y horas hábiles, considerando como inhábiles los días sábados y domingos; 1 de enero; el primero lunes de febrero en conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes de marzo en conmemoración del 21 de marzo; el 1° de mayo; el 16 de septiembre; el tercer lunes de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre; el 1° de diciembre de cada seis años; el 25 de diciembre, adicionalmente la última reforma del decreto por el que se establece el calendario oficial publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de enero de 2006, establece como día de descanso obligatorio el 5 de mayo.

Que existe un criterio interpretativo identificado con el número 199650 emitido por el Poder Judicial de la Federación, visible en el Seminario Judicial de la Federación y su Gaceta el mes de enero de 1997, tomo 5, página 479, en el sentido que es un hecho notorio de que las festividades religiosas como Semana Santa y el Día de Muertos inciden para computar los términos legales, ya que generalmente las oficinas de las autoridades, entre otras las fiscales, permanecen cerradas.

Que el primer periodo de vacaciones del Instituto (InfoDF) comprenderá los días 21 al 31 de julio y 1 de agosto de 2014, respectivamente.

Que el segundo periodo vacacional del InfoDF comprenderá los días 22 al 31 de diciembre de 2014, así como el 2, 5 y 6 de enero de 2015.

Que durante los días declarados inhábiles para el InfoDF se suspenderán los plazos y términos relacionados con los servicios brindados por el Centro de Atención Telefónica, la atención a las Solicitudes de Acceso a la Información Pública y de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Solicitudes de Datos Personales que son presentadas y tramitadas en el InfoDF.

La Recepción, Sustanciación, Resolución y Seguimiento de los Recursos de Revisión, así como los recursos de revocación interpuestos ante  el InfoDF.

La Recepción, Sustanciación, Resolución y Seguimiento de Denuncias, derivadas de posibles incumplimientos a las obligaciones de oficio, establecidas en la Ley de Transparencia, interpuestas ante el InfoDF.

La Recepción, Sustanciación, Resolución y Seguimiento de los inscritos interpuestos por probables infracciones a la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal e interpuestos ante el Instituto. 

La verificación y evaluación realizada por el InfoDF correspondiente a la información pública de oficio que deben de reportar los entes obligados en sus respectivos portales de internet.

Las verificaciones y evaluaciones realizadas por el Instituto, respecto al cumplimiento de las obligaciones de los entes públicos en materia de datos personales, los demás actos y procedimientos, competencia del InfoDF.

En ese sentido, los puntos del acuerdo son los siguientes:

Primero. Para efectos de actos y procedimientos administrativos establecidos en el considerando 16, los cuales ya he mencionado, se aprueban como días inhábiles del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal el 3 de febrero en conmemoración del 5 de febrero; el 17 de marzo en conmemoración del 21 de marzo; los días 14, 15, 16, 17 y 18 de abril; 1, 5 de mayo; 21, 22, 23, 24, 25, 28, 29, 30 y 31 de julio, que éste el primer perio… y 1° de agosto que es el primer periodo vacacional; el 16 de septiembre; el 17 de noviembre en conmemoración del 20 de noviembre; los días 22, 23, 24, 26, 27, 29, 30 y 31 de diciembre, todos del 2014, así como el 2, 5, y 6 de enero de 2015, todos éstos últimos que son del segundo periodo vacacional.

Segundo. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.
Tercero. Se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para que el presente acuerdo sea publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y en el Portal de Internet del Instituto y en el Sistema INFOMEX.

Es cuanto, comisionados ciudadanos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración este proyecto de acuerdo.

Si no hay ninguna observación al mismo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con este Proyecto para aprobar los días inhábiles de este Instituto para el 2014 y enero del 2015, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Acuerdo de días inhábiles, ya expuesto por su servidor.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución, de los recursos de revisión interpuestos ante nuestro Instituto, en materia de solicitudes de acceso a la información pública.

De conformidad con el criterio establecido por este Pleno, iniciaríamos con aquellos recursos de revisión que han sido reservados por alguno o varios comisionados.

Y le pediría a la licenciada Diana Hernández, Directora Jurídica, a la cual damos la bienvenida a este Pleno, podríamos iniciar con el Recurso1664.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente obligado es el Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1664 de 2013.

Se solicitó versión pública del currículo de un funcionario del Instituto de las Mujeres del Distrito Federal.

El ente obligado proporcionó versión pública del currículo de su interés, indicando que ésta fue sometida al Comité de Transparencia del Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, el cual confirmó que los datos personales contenidos en su currículo debían ser clasificados como información de acceso restringido en su modalidad de confidencial, proporcionándose versión pública del currículo solicitado.

El solicitante se inconformó porque el ente obligado no anexó a su respuesta la resolución mediante el cual el Comité de Transparencia determinó la entrega en versión pública del documento citado, esto a pesar de que en su respuesta indicaba haberlo hecho, por lo que no da veracidad a la respuesta entregada.

En ese sentido el ente obligado al emitir su respuesta no expuso las razones que lo llevaron a concluir que los datos testados en el currículo encuadran en los supuestos normativos aducidos, consecuentemente el acto impugnado carece de motivación y si bien se encuentra fundado, dicha circunstancia es insuficiente para estimar que se satisface el principio de legalidad; por lo que se considera que la autoridad recurrida debe someter a su Comité de Transparencia el documento de su interés y proporcionar una versión pública del mismo, a través de la resolución fundada y motivada que para tal efecto se emita, eliminando así la información confidencial que contenga.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado que emita una nueva en los términos precisados en el considerando cuarto de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, nuevamente buenos días.

Respecto de este proyecto que se nos presenta, mi opinión es que el sentido más bien tendría que ser modificar y no revocar, por lo siguiente:

La persona, como ya se ha explicado, hace la solicitud de una versión pública del currículo de un funcionario público y el Comité de Transparencia de ese ente lo clasifica y en fin hace todo eso, sí le entregan la versión pública, lo que no le entregan es precisamente, el documento donde se exponen los fundamentos y las motivaciones por los cuales se realizó una versión pública que fue la que le agregaron y no le entregan ese documento que trae a sus fundamentos, o sea, el acuerdo del Comité de Transparencia, se hace el análisis y todo.

Durante el recurso viene la respuesta complementaria, pero precisamente se analiza que no cumple todos los requisitos, puesto que no es legible ahí, precisamente, el momento en que notificó esa respuesta complementaria y por lo tanto no se le toma validez´, así que el análisis se va respecto de la respuesta inicial.

Y la respuesta inicial, como dijimos, le entrega la versión pública que él solicitó, lo que no le entrega es el acuerdo del Comité de Transparencia y es lo que se ordena.

Considero entonces que subsiste la versión pública en la respuesta del currículo que solicitó, no así el acuerdo del Comité de Transparencia que es lo que le tiene que entregar en esta fase, por lo tanto creo que sería más bien modificar en lugar de revocar.

Y también quisiera sugerir ahí que se tuviera como fundado y no parcialmente fundado, como dice el proyecto, el agravio que expresa el recurrente, precisamente porque él en su agravio expone que no le entregaron justamente lo que determinó el Comité de Transparencia y estamos viendo que, justamente es lo que se le ordena, que lo entregue.

Y finalmente, la argumentación, en la página 26 dice el proyecto, bueno, expone precisamente los Lineamientos para la Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, en la categoría de datos personales numeral 5 y la fracción I los datos identificativos, precisamente uno de ellos es la fecha de nacimiento y en el proyecto no lo señalamos, nada más hacemos referencia a la edad, pero en realidad sí, fecha de nacimiento también es.

Entonces, para que se incorpore esto y se corrija, pues esa redacción de la argumentación ahí en la página 26.

Serían mis propuestas.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias, buenos días a todos.

Yo antes de pasar a la parte específica de este recurso, quiero hacer alusión general a varios de los recursos que en esta ocasión nos reservamos.

Pues señalando que hay crecientes errores, en mi opinión, por parte del Jurídico, de los proyectistas, de los jefes de departamento, de los subdirectores, que parece, pues que vamos como el cangrejo, para atrás. Hace ya poco más de un año que le dimos posesión a nuestra actual Directora, sabemos de la complejidad en el trabajo que ahí se lleva y en aquel entonces hicimos votos para que poco a poco, de manera, pues no tan veloz como quisiéramos, porque a veces eso es ideal, dadas las circunstancias reales con que se enfrenta esta Dirección, la cantidad de trabajo creciente, el cambio de personal.

Pero también en aquel entonces dijimos que no esperábamos que como Roma, que no se construye de un día al otro, sino que hace falta un trabajo, pero que esperábamos que partiéramos de un piso en aquel entonces y que después en adelante, pues no bajáramos de él, que aunque los avances fueran graduales, pues el avance que diéramos se mantuviera y no volviéramos a repetir errores que son realmente muy lamentables, muy lamentables porque esperamos que el trabajo del Jurídico, dado el diseño institucional que tiene el Instituto, el InfoDF, pues sirva para que cada Comisionado en su oficina, con sus asesores, pues discutan ya las cuestiones más bien de criterio, de interpretación, pero no así las del análisis, las de la estructura e incluso llegamos a cuestiones tan graves hoy, que al rato lo vamos a ver, donde en el análisis lo que se entrevé es la falta de conocimiento del proyectista, de la Administración Pública del D.F., de cuáles son las atribuciones o no las atribuciones y errores conceptuales como está el caso de canalizar, ¿no? Veremos en su momento el recurso, pero de una manera muy errónea, creo yo y entonces, pues yo creo que ahí hay, tenemos pendientes, tenemos una deuda, la deuda del Jurídico no es solamente con el Institu…, con los comisionados, es fundamentalmente con el Instituto y con la sociedad, ¿no?

Entonces, bueno, pues debemos de implementar ahí algunas medidas, porque no podemos pensar que no conozcan la nación pública, entonces, yo preguntaría si toda la gente del Jurídico ya tomó su curso de inducción a la Administración Pública del Distrito Federal para que conozca cuáles son las atribuciones de cada dependencia y no podemos llegar a ese nivel, ¿no? Pero deberíamos de hacerlo, ¿no?

Y también, quisiera saber, pues si la gente del Jurídico todos ya leyeron los criterios que se han publicado aquí y conocen los informes del Instituto para que, conocen los resultados de las mejores prácticas de transparencia para que vean qué dependencias están, en qué grado de cumplimiento, qué índice tienen, porque todos éstos son elementos que yo creo que deben de conocer, ¿no? Deben de conocer para tener un mejor contexto, una mejor referencia, mejor bagaje y podamos colaborar todos.

Lo otro, es que quisiéramos, yo por lo menos propongo, pues que empecemos a ver la solventación de los errores, no tanto el buscar a los culpables, sino tratar de ver cómo ayudamos al Jurídico y a su personal para que los errores que llegan a cometer, que son humanos, pues no se lleguen a repetir.

Y en ese sentido, pues yo creo que necesitamos saber en cada recurso de revisión quién es el proyectista, quién es el jefe de departamento, quién es el subdirector para poder, insisto, no encontrar un culpable, sino decir: “a ver, tal proyectista cometió tal error, ¿no? Vamos a tratar de solventarlo, cómo lo solventamos, cuál es la sugerencia, que tome en cuenta los criterios”, porque si no, no vamos a poder terminar, ¿no?

Entonces, una petición que yo tengo para punto de acuerdo, pues es que en cada presentación de los recursos, con iniciales, pues nos marquen, así como se hace en muchos lugares de la Administración Pública, que incluso cuando alguien entregue un trabajo para asumir su responsabilidad le pone un ganchito, que sepamos quién son las iniciales del proyectista, el jefe de departamento, el subdirector.

Porque creo que sí, tenemos un buen círculo de calidad, ¿no? Hay una supervisión reiterativa, iterativa que pasa de que hay un proyectista, luego el jefe de departamento revisa, luego el subdirector revisa y sabemos, y lo vuelvo a decir como dije la ocasión pasada, bueno, hace un año cuando nombramos a la nueva Directora, que es imposible que los pueda revisar una sola persona todos, pero para eso, precisamente, tiene un cuerpo, una estructura de subdirección, de jefaturas de departamento y lo ideal es que tratemos de resolver esto hacia adelante, porque creo que vamos, sí, como lo dije desde el principio, como el cangrejo, vamos cada día más hacia atrás y es algo en lo que nos debe de preocupar. Estoy seguro que todos compartimos esa preocupación y pues tratemos de buscar darle solución.

Y rápidamente, pasando a este recurso, pues mi propuesta en este caso es que el sentido de la resolución sea sobreseer la respuesta del ente obligado, por Artículo 122, fracción VI de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, Artículo 122 dice: “Será sobreseído el recurso cuando, VI no se aprobara la existencia del acto impugnado”, porque en este caso y después de revisar el expediente del recurso de revisión, es evidente que no hay forma de probar la existencia del acto impugnado, ya que la respuesta complementaria que no es bien valorada, se desprende que se entregó el acuerdo del Comité de Transparencia del que se agravia el particular.

Es importante primero señalar que el agravio del solicitante es que el ente obligado no anexa su respuesta, la resolución mediante la cual el Comité de Transparencia determinó la entrega en versión pública del documento solicitado, esto a pesar de que en su respuesta indica haberlo hecho, por lo que no da veracidad a la respuesta entregada.

Luego entonces, estamos ordenando revocar la respuesta del ente para que proporcione la versión pública que ya entregó, cuando lo correcto sería sobreseer.

Es decir, no tiene sentido decirles que proporcione esa versión pública, que ya entregada, ¿no? Y por ello, mi propuesta es que sea sobreseer.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, respecto a la primera parte que comenta el licenciado Mondragón, yo lo único que diría es después de que, obviamente como siempre, hagamos un análisis, el balance de los trabajos de cualquier área y más ahora que estamos a punto de entregar nuevamente nuestro informe, que se pueda hacer un balance de todas las áreas del Instituto.

Yo solamente precisaría, que no obstante, digamos, algunas cuestiones que pueda haber en los recursos, existe otra instancia que es la de los comisionados y este Pleno, que es finalmente la que resuelve, vota y define y que, obviamente, en este Pleno se hacen diversas observaciones, que ojalá, pues fueran las menos necesarias, pero siempre con el objeto de resolver conforme a derecho y tener la legalidad.

Es tanto así, que en ese Pleno tenemos 17 recursos de revisión reservados, y muchos de ellos o la gran mayoría, como lo hemos definido, no son observaciones de forma, son observaciones de fondo.

Entonces, simplemente, también para acotar esta cuestión y acotar perfectamente el papel, digamos, y la calidad que puede tener este Instituto de esas resoluciones.

Lo otro, creo que es un asunto que hay que hablar, platicar, en ésta y en las diversas áreas, ¿cómo? Con el objeto de seguir siempre mejorando el trabajo del Instituto, pero, en este caso, en los recursos de revisión, finalmente este Pleno es quien los vota, quien los define, en ese sentido y acá, digamos, y qué bueno, lo hacemos todos los comisionados, pues tomamos las observaciones y las medidas pertinentes para que estos recursos se hagan, digamos, como lo marca nuestra ley con los principios de legalidad y certeza, digamos, para las partes, digamos, en el recurso.

Por lo que se refiere a este recurso de revisión, yo no estaría de acuerdo con revocar la respuesta, es cierto que no se puede confirmar porque se está pidiendo el acta donde está el acuerdo, cuando se hace una versión pública los entes deben entregar el acuerdo, pero me extraña que, digamos, ya entregado, digamos, en una respuesta complementaria este acuerdo, tal, tal, porque lo que hay que decir, que no se ve la fecha del correo, porque sí está, aquí tengo el correo, se ve la hora, pero está entregada, digamos, en el documento de revisión no le ponen detalles ahí, sí se ve la fecha, si uno se va ahí a detalles ya se puede ver fecha, es cierto que en la carátula inicial, aquí está no se ve.

Pero, finalmente, lo que sí tenemos claro es que con la entrega de esta información, digamos, de la respuesta complementaria, pues únicamente se hace, se entrega el acta faltante, que es la queja del particular, por lo cual, la propuesta es sobreseer el presente medio de impugnación, atendiendo el Artículo 22, fracción IV de la Ley de Procedimiento Administrativo y en relación al Artículo 83, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, dado que, digamos, ha quedado ya sin..., ha cesado los efectos del acto impugnado.

El 122, perdón, ¿122 dije? 122, sí, aquí está 122, paso la nota.

Entonces, si no hay más, voy a someter a votación. Se mantienen las dos propuestas, ¿no? Bueno.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1664, Instituto de Mujeres del Distrito Federal el sentido sea sobreseer, en base al Artículo 122, fracción IV de la Ley de Procedimiento, hace al Artículo 83, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, por haber cesado los efectos del acto impugnado.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1664 y se estaría haciendo los ajustes correspondientes para sustentar sobre el fundamento señalado por el presente, el sobreseimiento del recurso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1757.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contraloría General del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1757 de 2013.

Se solicitaron diversos requerimientos relacionados con las denuncias presentadas en la Contraloría General y en la Contraloría Interna de la Secretaría de Seguridad Pública, por la compra de patrullas con sobreprecio y dirigidas a Chrysler, realizadas desde la gestión de Joel Ortega como Secretario de Seguridad Pública al 30 de septiembre de 2013, así como las  presentadas por diputados locales y federales en la Contraloría General y las contralorías internas por el mismo motivo.

El ente obligado proporcionó el número de expediente, fecha de ingreso, estado que guardan, nombre del denunciante y servidor público sancionado, de todas las denuncias recibidas en la  Contraloría General y en la Contraloría Interna de la Secretaría de Seguridad Pública.

El solicitante se inconformó porque la respuesta incompleta, porque no se proporcionaron los hechos solicitados respecto a las denuncias presentadas por los diputados locales y federales en la Contraloría General y las contralorías internas.

Sin embargo, del análisis del expediente se advirtió que el ente obligado emitió y notificó una respuesta complementaria en la que atendió el agravio del particular, informándole que después de una búsqueda exhaustiva en sus archivos no encontró información ni documento que guardara relación con las denuncias presentadas por diputados locales y federales ante la Contraloría General y las contralorías internas, con motivo de la compra de patrullas con sobreprecio y dirigidas a Chrysler, realizadas desde la gestión de Joel Ortega como Secretario de Seguridad Pública al 30 de septiembre de 2013.

En consecuencia, el motivo por el cual se presentó el recurso de revisión, cesó con lo que se configuró la hipótesis prevista en el Artículo 84, fracción V de la Ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Estoy de acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo, considero que lo correcto es sobreseer por fracción IV y no por V como se concluye en el proyecto.

En este caso se dio respuesta a la solicitud de información en una complementaria que fue notificada por el medio elegido; por tanto, se concluye que se dio respuesta completa y congruente a la solicitud formulada al ente obligado.

La respuesta complementaria da certeza al particular de que en los archivos de la recurrida no obran denuncias presentadas por diputados locales y federales ante la Contraloría General y las contralorías internas, con motivo de la compra de patrullas con sobreprecio dirigidas a Chrysler, realizadas desde la gestión de Joel Ortega como Secretario de Seguridad Pública al 30 de septiembre de 2013, fecha de presentación de la solicitud de información y menos aún la información consistente en hechos denunciados, que es el numeral 2, el inciso d), al no haberse presentado las denuncias del interés del particular.

Luego entonces, lo correcto, a mi parecer, es que el sentido de la resolución sea sobreseer y por fracción IV.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.
C. OSCAR GUERRA FORD.- No agrego más, estoy de acuerdo con lo que se acaba de proponer, es la misma observación.

Si no hay más, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1757, Contraloría General del Distrito Federal el sentido sea sobreseer, pero que no sea por la fracción V, sino sea por la fracción IV por los motivos ya expuestos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1757/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1789.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1789 de 2013.

El particular solicitó que se le informara qué gestión se debe realizar para pedir que coloquen una cámara de vigilancia en la calle que habita, toda vez que es una de las más conflictivas.

El ente obligado canalizó la solicitud de información al Centro de Atención y Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México.

El solicitante se inconformó porque la Secretaría afirma que el competente para atender la solicitud es el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México.

Sin embargo, dicho ente informó que la competente es la Secretaría, por lo que la respuesta resulta contradictoria y confusa.

En ese sentido, del análisis al Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal, Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública, la Ley que Regula el Uso de Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal y el decreto por el cual se crea el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México, el centro referido administra el sistema de monitoreo visual en la vía pública a través del Centro Integral de Monitorio, incluso recibe información de monitoreo que realizan las instituciones de seguridad privada, propietarios o usuarios de plazas o centros comerciales cuando así se convenga.

Sin embargo, contrario a lo que sostiene la Secretaría, el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana no autoriza la instalación de equipos y sistemas tecnológicos, como es el caso de cámaras de vigilancia para la seguridad en la vía pública, sino la propia Secretaría lo hace, previa solicitud del titular de la Procuraduría General de Justicia, la Consejería Jurídica y de Servicios Legales o dependencias que justifiquen la necesidad de su instalación y los jefes delegacionales.

En ese entendido, es la Secretaría y no el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana quien debió pronunciarse sobre la manera en que pueda obtenerse la autorización e instalación de equipos y sistemas tecnológicos, como cámaras de vigilancia en las vialidades y para garantizar plenamente el derecho del particular, también debió orientar a la delegación de residencia, demarcación en la que se encuentra el domicilio del particular, de acuerdo con la solicitud de información para que se pronuncie sobre la información requerida, toda vez que los jefes delegacionales son quienes solicitan a la Secretaría de Seguridad Pública la autorización, instalación de equipos y sistemas tecnológicos para la seguridad pública.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar a la Secretaría de Seguridad Pública que se pronuncie sobre el requerimiento del particular y lo oriente para que presente su solicitud ante la referida delegación.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- En contra del sentido de la resolución, conforme a las consideraciones siguientes:

El particular solicitó que se le informara la gestión que debía realizar para que se colocara una cámara de vigilancia en la calle en que habita, dado que es una de las más conflictivas.

En respuesta el ente obligado le informó que la dependencia competente para atender el requerimiento era el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México del Distrito Federal, canalizando la solicitud a dicho ente, creado mediante decreto publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 22 de junio del 2009.

En ese sentido, se propone que el sentido de la resolución sea confirmar la respuesta emitida por el ente obligado, en atención a que conforme al citado decreto es el Centro de Atención a Emergencias el competente para emitir un pronunciamiento respecto al requerimiento del interés del particular, tal y como se desprende de lo siguiente:

Primero. Se crea el órgano desconcentrado denominado “Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México”, adscrito a la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal, cuyo objeto es la captación de información integral para la toma de decisiones en materia de vialidad, seguridad pública, medio ambiente, protección civil, servicios a la comunidad y urgencias médicas, entre otras, mediante un centro integral de video monitoreo, bases de información y aplicaciones informáticas de inteligencia.

Segundo. El Centro tendrá las siguientes atribuciones:

Tercero. Operar un sistema de monitoreo visual en la vía pública y comunicaciones, tales como informática, telefonía, telecomunicaciones e internet.

Transitorios.

Cuarto transitorio, dice: para la operación, coordinación y mando que se atribuyen al órgano desconcentrado, la Secretaría de Seguridad Pública -y aquí está la parte fundamental, y lo vuelvo a repetir- para la operación, coordinación y mando que se atribuyen al órgano desconcentrado, la Secretaría de Seguridad Pública, la Secretaría de Finanzas y la Oficialía Mayor en el ámbito de sus respectivas competencias realizarán las acciones conducentes para la transferencia, para la transferencia y asignación de recursos humanos materiales y financieros que requiere el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México.

De lo anterior, se desprende que mediante el citado decreto se creó al Centro de Emergencias, determinándose además la transferencia de recursos humanos, materiales y financieros por parte de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal a dicho ente.

Por lo que es evidente que éste último resulta competente para atender la solicitud planteada, por lo que el agravio del recurrente es infundado.

Lo que antecede se refuerza con lo previsto en el Manual de Organización de la Dirección General del Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México, que determina que el ente obligado cuenta con unidades administrativas que tienen atribuciones para atender la solicitud de información, tales como la Subdirección de Programación de Cámaras, la Jefatura de Unidad Departamental de Estrategias de Ubicación de Sistemas Tecnológicos de Video-Vigilancia, la Subdirección de Equipamiento y la Jefatura de Unidad Departamental de Levantamiento de Sitio, quienes conocen y coordinan la colocación de videocámaras en diferentes puntos de la Ciudad de México.

En ese sentido, se debe adecuar toda la argumentación y fundamentación de la resolución, a fin de confirmar la respuesta emitida por la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Y un punto importante es la ley que crea el Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México, se publicó en la Gaceta el día 22 de junio del 2009 y el decreto que expide la Ley General que Regula el Uso de Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal, es el decreto y la ley, perdón.

La Ley que Regula el Uso de Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal es del 27 de octubre del 2008, quiere decir que hay un decreto posterior, no, de ley, aquí está publicado en la Gaceta, aquí está.

No, el otro es un decreto, sí, exacto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, tampoco estoy de acuerdo con el sentido de la resolución, no, perdón, sí estoy de acuerdo con el sentido de la resolución y voy a…

Primero, lo que sí yo quitaría es la orientación a la Delegación Iztacalco porque no nos pregunta nada él ni se queja de nada de eso, la delegación no está, el único dato que tenemos es en la solicitud de información que son datos de orden estadístico, donde él nos dice que vive en Iztacalco. Entonces, puede ser, no puede ser, quién sabe y la calle ésta, o sea, yo quitaría esa orientación.

¿Por qué creo que sí, digamos, se debe revocar para que se funde categóricamente? Y está esta cuestión que les acaba, también la checamos, leyendo Luis Fernando y que parece que hay algún conflicto en las competencias de uno y de la Secretaría y de este Centro de Atención de Emergencias.

Primero, tenemos un asunto de una Ley de Uso de Tecnologías, que es muy clara y que habla que la Secretaría de Seguridad Pública es la encargada, ¿sí? De los sensores, comando, control, comunicación, computación, información, inteligencia, investigación, integración que el proyecto bicentenario y después, digamos, pero habla perfectamente de implementación y operación.

Lo que nos leyó el Comisionado, que no es una ley, es un decreto que está por debajo, es posterior, el Centro de Atención no las instala, las opera, ésa es, digamos, una primera cuestión.

La otra es que a la mejor la norma se tiene que actualizar, no se ha actualizado y la norma vigente como ley es ésa y es la Secretaría de Seguridad Pública.

Y como hechos notorios en esta misma Sesión el 1791 el señor éste, muy hábilmente el solicitante, le hizo la misma solicitud al Centro de Emergencia y Protección Ciudadana ¿y qué hizo? Lo destinó a la Secretaría de Seguridad Pública y también pone ahí que es la competente en base a lo que nosotros traemos.

Entonces, nosotros tenemos que ir por la norma, si a la mejor ya están operando de otra forma no lo han hecho legalmente, pero ahorita tenemos evidencia, queda claro que la encargada de operar, digamos, de instalar, de instalar, ¿sí? Es la Secretaría de Seguridad Pública; es cierto que esto lo hace en base a diversos criterios, no es un trámite, no es de que: “oye, voy y qué tengo que cumplir para que”, “ah, no, pues demuéstrame que en tu casa robaron, en tu colonia 50 veces”, ah, te la instalaron, es una valorización que hace la Secretaría de Seguridad Pública.

Y es cierto que lo hace con los comités éstos de seguridad y las delegaciones y toman una delegación una decisión colegiada, me imagino que también tiene que ver los recursos que hay, etcétera, etcétera, una serie de cuestiones y deciden una serie de instalaciones no es un trámite como tal.

Ahora, él está en todo su derecho de preguntar, ¿no? Porque a la mejor puede ser una trámite, ¿no? Entonces, ah, pues usted tiene que ir aquí y demostrar y llevar todas esas cosas.

Entonces, yo creo que lo que debe contestarle la Secretaría de Seguridad Pública, por eso estoy de acuerdo en revocar que es la competente, decirle: “no es un trámite o no hay ningún trámite y las cámaras se instalan, digamos, bajo, o sea, se hacen así”, el procedimiento que ellos llevan, que es más o menos estas reuniones del Comité de Seguridad, junto con las delegaciones y se toma una serie de valorizaciones y punto, ¿no? Darle una explicación general, pero lo primero que hay que decirle es que no hay un trámite como tal, o sea, ningún ciudadano puede ir a tramitar: “oye, instálame una cámara”, ¿no? En ese sentido.

Y lo de la delegación sí lo sacaría porque no tenemos ningún hecho, sólo entiendo que en el recurso de los datos estadísticos él puso como, no puso su domicilio, sino puso Delegación Iztacalco, pero eso puede, digamos, no es algo que venga dentro del recurso, ¿no?

Bueno, yo lo dejaría por revocar y lo mandaría a la Procuraduría y obviamente sería consecuente con el que viene después para, sí, digamos, no me acuerdo si lo estamos confirmando o sobreseyendo, no, en el que viene después, creo, sí, para que sea de la Secretaría de Seguridad Pública porque no podemos andar.

Ésa sería mi opinión, señores comisionados.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Pudiera, pudiera haber, tener razón el Comisionado Presidente.

Nada más yo quisiera leer uno de las competencias que maneja el Manual Administrativo en la Subdirección de Programación de Cámaras y dice, uno de los temas es supervisar la implementación, administración y operación de las cámaras, pero dice implementación, vigilancia, tránsito, lectura de placas.

La Jefatura de Unidad Departamental de Estrategias de Ubicación, es una jefatura especial para el tema de la ubicación de las cámaras, dice: “diseñar y proponer estrategias de ubicación, de sistemas tecnológicos de Video-Vigilancia apoyados en el análisis geográfico de incidencia delictiva, equipamiento urbano, densidad demográfica y población flotante”.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- ¡Ah, perdón! Y la tercera, de una vez Presidente.

La Subdirección de equipamiento dice: “planear, instrumentar, instrumentar y dirigir las acciones y procesos para la implementación, instalación de los sistemas tecnológicos -aquí está ya con claridad- instalación de los sistemas tecnológicos de video-vigilancia en coordinación con las áreas involucradas en estos procesos, así como determinar y coordinar la programación de los trabajos de mantenimiento, con la finalidad de coadyuvar”, aquí ya está con toda claridad que sí le toca la instalación y es la Subdirección de Equipamiento, dependiente del Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México.

Y habla de instalación, ¿eh? No, instrumentar la instalación, no dice ubicar la instalación, dice instrumentar la instalación.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón, está usted en uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, gracias.

Varias cosas, la primera es que, supongo que en el Jurídico, como habíamos acordado de establecer una especie de front, que es el que revisa todas las solicitudes y las va canalizando, las que se puedan agrupar, pues, como en este caso que un particular mete dos recursos de revisión y una solicitud que hizo a dos dependencias.

Y lo ideal en estos casos es que el Jurídico le haya dado al mismo proyectista los dos recursos que es la misma pregunta, mismo recurso, ¿no? A dos dependencias distintas, pues para que el proyectista tenga un contexto mucho mejor y pueda resolver de manera coherente, congruente, consistente y no tengamos a un proyectista que resuelva de un sentido y el otro en otro sentido, tratándose de la misma pregunta, exactamente la misma pregunta punto por punto. Eso es lo primero que debemos de cuidar.

Lo otro es, está claro que hay competencias, ¿no? De la Secretaría de Seguridad Pública que originalmente, originalmente el Centro de Atención a Emergencias surgió, ¿no? Con una cabeza de sector que es la Secretaría de Seguridad Pública.

Yo creo que hay concurrencia, no en lo específico de lo que nos acaba leer el Comisionado Sánchez Nava, las atribuciones, la estructura, las áreas lo que hace, ¿no? Y creo que las dos pueden pronunciarse categóricamente al respecto, ¿no?

Y queda claro que el Centro de Atención a Emergencias, por lo que nos acaba de leer el Comisionado Sánchez Nava, sí tiene específicamente áreas que atienden la colocación, la coordinación, la vigilancia, la determinación, la instalación y todo eso. 

Lo que no queda claro es que exista un trámite, que exista la posibilidad de que un particular solicite la instalación de una cámara, porque los criterios para que el Centro de Atención y/o, ¿no? O en conjunto, la Secretaría de Seguridad Pública establezcan cámaras, pues deben de ser criterios que emanan de sus estudios estadísticos y de delincuencia por zonas y ahí es donde ellos determinan dónde deben de poner las cámaras.

Seguramente también hay injerencia de las delegaciones, que por obtener seguridad éstas solicitan al Centro de Atención a Emergencias que se instalen y se hace un análisis del presupuesto, seguramente que existe, ¿no? Y de ahí ya se decide a instalar las cámaras.

En ese sentido, creo, en mi opinión, que ésa es la circunstancia, yo considero que la Secretaría de Seguridad Pública sí se pronuncia categóricamente al respecto, ¿no? Porque dice aquí claramente, pues la información que solicita, es decir, qué debe realizar para solicitar coloque una cámara de vigilancia, no es información que detente esta autoridad, ¿no?

Es decir, no tienen un trámite para que un particular solicite esto y yo creo que ahí deviene la confusión y en ese sentido, bueno, pues en este caso yo lo que considero, pues es que deberíamos de poner aquí la propuesta.

Sí, el C4, que el C4 sea el que dé la respuesta y que se oriente para allá, OK.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Bueno, perdón, está concluyendo conforme a lo que yo estoy proponiendo, el Comisionado David Mondragón.

Nada más para ilustrar a los comisionados, en el informe de ley, en el informe de ley la Secretaría de Seguridad Pública dice: “atendiendo las reformas del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública, descritas en el párrafo anterior” –y habla del Centro de Atención a Emergencias- dice: “la Secretaría –y aquí está la parte sustantiva- ya no cuenta con facultades para instalar una cámara de vigilancia”.

Lo vuelvo a repetir, es muy importante esta parte, eso lo da la Secretaría de Seguridad Pública en el informe de ley, atendiendo las reformas del Reglamento Interior de la Secretaría de Seguridad Pública descritas en el párrafo anterior –y habla de las competencias, precisamente del Centro de Atención a Emergencias en el párrafo anterior- dice: “la Secretaría ya no cuenta con facultades para instalar una cámara de vigilancia, pues ahora le corresponde al Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México coordinar y supervisar los trabajos de evaluación, desarrollo, implementación, pruebas y puesta en marcha el sistema multidisciplinario con sensores, comando, control, comunicación y computación, informática, inteligencia, investigación, integración, etcétera, etcétera”.

Entonces ya, la Secretaría de Seguridad dice: “yo ya no instalo cámaras, tiene la competencia, efectivamente, el Centro de Atención”, tiene razón el Comisionado David Mondragón, no existe un trámite o gestión, ta, ta.

Lo que yo estoy proponiendo, derivado que no hay una competencia clara donde diga, seguramente que las delegaciones puedan opinar: “oye, aquí tengo incidencia delictiva”, ta, ta, es que se pronuncie el Centro de Atención a Emergencias, respecto de la solicitud de información.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, voy a contestar con la respuesta que dio el Centro de Emergencias a la misma solicitud el mismo día.

Sobre el particular me permito informarle que este Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México no es competente para atender solicitud, en virtud de que no genera, administra o tiene posesión la información requerida, dada que su objeto es entre otros, la captación de información integral, mediante un Centro de Monitoreo, base, información y aplicaciones informáticas, de inteligencia o cualquier servicio, sistema o equipo de telecomunicación y de geolocalización, así como la administración de la operación del servicio de atención de llamadas de emergencias y servicio de denuncia anónima. Lo anterior ante lo dispuesto en el Artículo 97-Bis del Reglamento Interior de la Administración Pública.

No obstante lo anterior, le informo que la regulación de sistemas, equipos tecnológicos para la seguridad pública está prevista en la Ley que Regula el Uso y la Tecnología -ley que no ha sido dialogada, ¿eh?- para la Seguridad Pública del Distrito Federal, el cual establece que la ubicación, instalación y operación de equipos, sistemas tecnológicos, está a cargo la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal y lo hará en bienes de uso común del Distrito Federal, que contribuyen a prevenir, inhibir, combatir y garantizar el orden y la tranquilidad de los habitantes del Distrito Federal, es competente.

En dado caso puede ser los dos competentes y todos vamos a pedirle a los dos que se manifiesten en términos de sus competencias.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, muy buen día.

Me parece que el tema sí es importante, por muchas cosas, ¿no? Particularmente porque estamos hablando de uno de los dispositivos de seguridad, digamos, mucho más significativos para la ciudad y que se han implementado en muchas ciudades y digamos, en muchos sitios, un poco de prevención de la posible Comisión de Delitos, pero es un mecanismo que creo que tiene una larga discusión, no solamente, pues en nuestra ciudad, sino en otros ámbitos, sobre todo porque, pues ahí hay evidentemente la posibilidad de geolocalizar el asunto de captar imágenes; es decir, hacer identificables a las personas, pero bueno, ése es un tema que ahí está.

Que además hay una gran cantidad de recursos invertidos, en términos de seguridad, precisamente para esto y que se ha venido ensayando también la posibilidad, precisamente de que esté, digamos, no solamente regulado, sino que básicamente su utilización, pues tenga un principio básico de transparencia, de que sepamos precisamente cómo se opera.

Y respecto al tema, o sea, lo que dice el Comisionado Sánchez Nava, puede que tenga razón, o sea, evidentemente genera un asunto de confusiones, porque finalmente por un decreto hacen un órgano descentralizado el asunto del C4, etcétera, etcétera, pero que además, creo que tiene acotadas sus funciones, en términos de operación, de operación, tal vez de instalación de las cámaras.

Sin embargo, me parece que si nosotros nos remitimos en el sentido estricto a la solicitud de información, sí está preguntando sobre la gestión que debe realizar para que se coloque una cámara de vigilancia y esa gestión me parece que no la hace el C4, porque el C4 es un órgano, sí, con todas estas características pero dedicado a la operación de, digamos, de estos dispositivos tecnológicos, exactamente la infraestructura, la operación, la captación, vinculado ¿a qué? Al tema de que la Secretaría de Seguridad Pública es quien determina a través de una serie de cosas dónde se deben de instalar.

La lógica del proyecto, me parece que sí, o sea, evidentemente no la comparto, da más allá del asunto, pero yo pregunto, a ver, ¿por qué se van a la Delegación Iztacalco? O sea, ¿por qué? Y lo que dicen es que finalmente, la gestión que, evidentemente no hay una gestión establecida, no hay un mecanismo, pero donde se hace son en los comités de seguridad de las delegaciones, donde están las autoridades delegacionales, donde está, evidentemente, seguridad pública y otras instancias encargadas de procuración, administración, seguridad y ahí se gestiona, precisamente, el tema de la instalación de las cámaras de seguridad.

Por eso, finalmente, el proyecto que me parece que no es correcto, se va al asunto de pues dile en Iztacalco porque la delegación es, o sea, pero de dónde agarramos eso, para poder acortar el camino, tampoco tenemos elementos suficientes para sostener esto.

Pero finalmente, si vamos un paso atrás el tema está en que sí es la Secretaría de Seguridad Pública la que autoriza el tema de dónde se instalan y la instalación, digamos, así como nos lo ha expuesto el Comisionado Sánchez Nava, la instalación, la operación sí depende del C4, que evidentemente creo que nosotros también tenemos un pendiente ahí en términos de, pues revisar, ¿no? Todo el uso de tecnología, que cada vez es mucho más intensiva para el asunto de protección, de seguridad ciudadana, que me parece que es un elemento, justo, necesario para la sociedad, pero también necesitamos ver cómo otros derechos fundamentales y que estos mecanismos sean transparentes o se respeten.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Segunda vuelta?, ¿Y yo mi tercera vuelta?

Bueno, Comisionado David Mondragón, adelante, está en uso de la palabra.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo creo que no tenemos los elementos suficientes y que para actuar de manera congruente en ambos recursos que tenemos en este mismo Pleno, una propuesta es, mi propuesta es modificar, modificar en ambos casos para que funden y motiven y le aclaren categóricamente al solicitante si existe o no dentro de su dependencia un trámite para sesionar una solicitud de instalación de una cámara en su calle y en caso de que no exista, pues que lo canalicen a donde se debería, podría decir, quién tiene esa información.

Creo, en general, que no existe ese trámite y creo que en general la delegación que es la instancia más cercana, ¿no? Donde están los comités ciudadanos, donde está la participación ciudadana, podría, podría tener algo al respecto, obviamente no la información de qué gestión debe realizar, pero yo creo que es algo que debería de empezar a tener las delegaciones, qué hacen las delegaciones para recolectar la opinión de esos ciudadanos y ver las necesidades y poder priorizar en su momento las solicitudes que haya para gestionarlo como tal delegación ante, en este caso es mi opinión, el Centro de Atención a Emergencias.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias Comisionado, y de verdad la había pedido, antes, perdón.

A ver, yo lo que creo que debemos de regresar es a la solicitud y las solicitudes sí, que el informe es sobre la gestión que debe preparar, ahorita lo marcaban.

Yo lo que digo es que debe ser revocar, ¿sí? En los dos casos, ¿sí? Y decirle que se pronuncie si existe un procedimiento para gestionar la instalación de una cámara, en caso que esto sea negativo, le diga cuál es el procedimiento que se lleva a cabo para la instalación de las cámaras en el Distrito Federal, se acabó, en los dos deben de saber.

Por eso es revocar, entonces decirle: señor no me diga si usted es competente en instalarlas y eso sí saben los dos; ¿existe un procedimiento de gestión para instalar una cámara? Lo más seguro es no, no puedo decirlo desde ahora, yo creo que no.

En caso de que no lo exista, por favor, simplemente infórmele sobre el procedimiento que se lleva a cabo para la instalación de las cámaras, punto, y puede ser, se reúne el Comité tal, tal, tal y se acabó, para darle certeza al solicitante, pero no estaría de acuerdo en modificar porque qué les estamos modificando, están echando la pelota, yo diría revocar en los dos casos para ser parejo y los dos tienen conocimiento de cuál es el procedimiento que se lleva a cabo para instalar las cámaras en el Distrito Federal.

Uno, porque está encargado de la seguridad pública y el otro está encargado de monitorear los resultados que de esas cámaras, digamos, se dan en los aspectos técnicos, etcétera, ¿no?

Comisionado Luis Fernando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo estaría de acuerdo en la propuesta del Comisionado Presidente, pero tengo duda, digamos, para no decir.

El tema es de las competencias, de la concurrencia, el tema de la Secretaría de Seguridad Pública, ya en el informe de ley dice: “yo no soy, ya hasta reformé mi reglamento y yo no soy y es el C4”.

Y el tema aquí, lo voy a leer, la Jefatura de Unidad Departamental de Estrategias de Ubicación, estrategias de ubicación es quien propone dónde se ubican.

Objetivo, dice: “diseñar y proponer estrategias de ubicación de sistemas tecnológicos de video-vigilancia” y dice: “apoyados en el análisis geográfico de incidencia delictiva, equipamiento urbano, densidad demográfica y población flotante” y seguramente se suministra de información de la Procuraduría de Justicia del Distrito Federal, de las delegaciones, de Protección Civil, no sé, de diferentes dependencias, pero finalmente el que decide dónde se instala una cámara, una videocámara es el Centro de Atención a Emergencias y Protección y aquí está, o sea, no lo estoy, lo estoy leyendo y dice: “él es el que propone dónde se ubican los sistemas tecnológicos”.

Y la otra parte, donde ya creo que todo mundo quedó claro, que quien instala y aquí está la competencia, Subdirección de Equipamiento es la Subdirección de Equipamiento del Centro de Atención, o sea, aquí están las competencias.

Donde yo tengo duda es dónde está la competencia de la Secretaría de Seguridad Pública, donde ya en el informe de ley dice: “yo no tengo competencia, ya se reformó mi reglamento”, lo está señalando ahí, el reglamento que regula la ley donde ya no es competente y donde remite al C4.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por alusiones personales, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo vuelvo a insistir en que cada quien sí sabe, o sea, de todas maneras que la Secretaría de Seguridad Pública no tiene idea si hay un, Comisionado por alusiones personales, la Secretaría sí, sí, sí, hay una ley, esa ley no se ha derogado, sí, en la otra tenemos concepto normativo, pero que me diga usted que la Secretaría de Seguridad Pública no sabe si hay un procedimiento o no para gestionar la instalación de las cámaras en el Distrito Federal, no lo puedo creer, sí sabe, no sé si él va y las atornilla, eso sí no lo sé, pero el procedimiento para la instalación, en los comités de seguridad pública de las delegaciones, el primero que está en la Secretaría de Seguridad Pública y a eso se define con tal.

Y luego ya le dicen al Centro, ¿tú cómo las ves, bien aquí? No, porque la geolocalización, etcétera, pero esa información la checan.

Yo por eso digo que se manifiesten los dos, se revoque y se manifiesten, claramente es, primero, si hay algún procedimiento o no, si no hay el procedimiento, digo, si no hay la gestión, le digan cuál es el procedimiento que se lleva a cabo para la instalación de las cámaras, cada quien en el ámbito de sus competencias.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo, creo un poco, digamos, el Comisionado Sánchez Nava, me ha enseñado, precisamente la normatividad, la derogación de una serie de artículos sobre el Reglamento Interno, ¿no? y el Reglamento Interno, el verbo que utiliza es instalar, es decir, la parte técnica que tiene que ver con la instalación, digamos, tecnológica, técnica, operativa de infraestructura de las cámaras, pero el tema de la decisión de dónde se autoriza, precisamente, la decisión exactamente, ¿no? Que no es la instalación, sino la decisión de cómo se autoriza, me parece que sí pasa, precisamente, por una serie de instancias que llevan a cabo, precisamente, toda la planeación de la seguridad pública.

Y un poco retomando la propuesta del Comisionado David Mondragón y del Comisionado Guerra, me parece que decirle otra vez al C4, o sea, ya lo dijo, dice: “es Secretaría de Seguridad Pública”. Ésa es su respuesta de él. Nosotros estamos diciendo: “tú debes de saberlo porque tú instalas”, está bien.

Ahora está pidiendo el tema de la decisión de cómo se instala una cámara de seguridad y me parece que pasa, o sea, si queremos, digamos, creo que en aras de la certeza, precisamente, de qué es lo que está sucediendo con el asunto y cuál tendría que ser, digamos, la respuesta que se le diera a un solicitante, me parece que tiene que pasar, si lo quieren ver así, por cuatro instancias: la Secretaría de Seguridad Pública, por supuesto, que sí; por los comités de seguridad de cada delegación que son quien gestionan a través, digamos, del Jefe Delegacional y de su comité, que se pueda instalar una cámara de seguridad.

La propia Procuraduría General de Justicia que a través de los fiscales, los ministerios públicos, pueden, digamos, identificando con sus índices delictivos, la posibilidad, precisamente, de solicitar una cámara de seguridad; la Consejería Jurídica a través de sus jueces cívicos que finalmente participan en todas las reuniones de coordinación territorial de seguridad y precisamente, la Secretaría de Seguridad Pública.

Es decir, si queremos darle certeza, creo que el C4 ya dijo una serie, o sea, ya respondió y creo que va a ser un poco ocioso volverle a decir, pero si mandamos, yo, un poco en aras de la certeza y eso, creo que deberían de ser estas cuatro instancias que son las que tienen que ver precisamente con dispositivos tecnológicos de seguridad y le podríamos dar certeza, precisamente, al recurrente de cómo está el trámite que tiene que hacer un ciudadano para que le coloquen una cámara de seguridad en su calle.

Y creo que es a través de estas cuatro instancias que tienen que ver, precisamente, con la seguridad en términos generales de la ciudad, quienes podrían, digamos, manifestarse y con eso podríamos también nosotros tener clara certeza de que hay una gestión y por dónde se puede realizar, digamos, sería la propuesta, si es la orientación a estas cuatro instancias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Bueno, ya me hicieron favor de encontrarme la información que creo que nos puede ayudar mucho en la decisión.

Dice el portal, el portal del Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México, la ubicación en internet es caepccm.df.gob.mx, en la sección de preguntas frecuentes, vayámonos a la sexta pregunta que es justamente lo que solicita la persona, cómo solicitar la instalación de un STV (Sistema Tecnológico de Video-Vigilancia), y dice para orientar al ciudadano a través de su portal, al responder esta pregunta frecuente, el propio Centro de Atención a Emergencias, dice: “Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 7 y 8 de la ley que regula el uso de la tecnología para la seguridad pública del Distrito Federal, corresponde a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal determinar la ubicación, instalación y operación de equipos y Sistemas Tecnológicos de Video vigilancia”.

Y ahora esto es lo más importante, esto es lo más importante: “Por tanto cualquier solicitud de instalación de STV´s -que es la pregunta que hace el ciudadano- deberá realizarse por escrito, dirigida al Centro de Atención del Secretario de Seguridad Pública del Distrito Federal a fin de que determine lo procedente, tomando en consideración los criterios establecidos en la propia ley”. Creo que esto ya es contundente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Posicionamiento al voto.

Adelante, Comisionado Alejandro.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Me sumo a la propuesta que hace el Comisionado Presidente para garantizar el acceso a la información, ¿por qué? Porque bien pueden señalarse en los portales de internet, bien pueden manifestar: “yo no soy competente y es aquel”, que ambas dependencias se echan la bolita y finalmente, podemos dejar en estado de indefensión al recurrente.

Entonces, las competencias están establecidas, ¡eh! Yo me fui conforme a las facultades establecidas en un decreto, hay un vacío legal, digamos, en el seguimiento, la canalización o la entrada, la gestión, el trámite, no sé y entonces, para garantizar el acceso y con lo que acaba de comentar el Comisionado Alejandro Torres, yo creo que es suficiente para sumarme a esta propuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, voy a someter a votación. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea revocar la respuesta de la Secretaría de Seguridad Pública y se pronuncie categóricamente sobre si existe una gestión para realizar la petición o solicitar que se coloque una cámara de vigilancia y, digamos, en su caso, explique el procedimiento para lo mismo, y nada más, se quita lo de la delegación.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

A ver, Comisionado David Mondragón.

Entonces, se incorpore los argumentos, los elementos que se han aportado aquí en la mesa.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1789/2013, el sentido de la resolución es revocar la respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, señores comisionados, yo les pediría pudiéramos hacer el receso que les había solicitado, son 3 minutos para las 2 de la tarde. Y también pediría que bueno, en asuntos generales, señores comisionados, que en asuntos generales yo retiraría el informe que iba a dar lo doy en la próxima sesión, ¿sí? Para ir juntos, que retiráramos el informe y mejor dejamos en asuntos generales el punto que propuso el Comisionado Alejandro Torres de un posicionamiento de este Pleno sobre la Reforma Constitucional.

Entonces, haríamos el receso, instalaríamos la sesión en 5 minutos.

(RECESO)
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Bueno, comisionados ciudadanos, reiniciamos esta sesión del Pleno.

De conformidad con el Artículo 40 del Reglamento de Sesiones de este Pleno, ante la ausencia del Comisionado Presidente, se deberá designar entre ustedes a quien presida esta Sesión, mismo que tendrá el voto de calidad.

En consecuencia, si nos hacen favor de hacer sus propuestas.

Comisionado Mucio Israel Hernández.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Yo propongo que la presidencia la pueda ocupar el Comisionado David Mondragón Centeno.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Secundo la propuesta para que el Comisionado David Mondragón sea quien presida la conclusión de esta Sesión.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Bueno, está propuesto el Comisionado David Mondragón, pero para los efectos sí es importante votarlo.

Quién esté de acuerdo que el presidente de esta Sesión, a partir de este momento sea el Comisionado David Mondragón, sírvase levantar la mano.

Se aprueba por unanimidad, por lo tanto, Comisionado David Mondragón, si nos hace favor.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionados ciudadanos, muchas gracias por el favor de su voto, de su confianza. Y continuando con esta Sesión, pasamos por favor a la lectura del Recurso 1677.

Directora, adelante.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1677 de 2013.

Se solicitaron 30 requerimientos de información: 11 en cuanto a la presentación legal que tienen las partes en dichos procesos relacionados con defensores de oficio y 19 cuestionamientos relacionados con estadística de las actividades realizadas por los Juzgados Primero y Segundo de ejecuciones penales adscritos al ente obligado.

El ente obligado señaló al particular que ocho de los cuestionamientos no eran susceptibles de ser atendidos a través del ejercicio del derecho de acceso a la información por contener valoraciones subjetivas sobre hechos presumiblemente antijurídicos, por lo que le orientó para que presentara una queja ante el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, señalándole de igual modo, que la defensoría de oficio dependía de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, por lo que le proporcionó los datos de contacto de ésta última para que de igual modo pudiera dirigir su queja.

El solicitante se inconformó medularmente por cuanto a la omisión del ente obligado para responder ocho de los cuestionamientos, así como la falta de precisión en los numerales restantes que sí respondió al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

Sin embargo, se determinó que ocho de los cuestionamientos no son susceptibles de ser atendidos a través del ejercicio del derecho al acceso a la información pública, pues implican situaciones irregulares sobre las que el recurrente pretende obtener una afirmación o negación, sin que se desprenda de la solicitud de un medio detentado por el ente obligado.

Con relación a los 24 cuestionamientos restantes, se determinó que los mismos fueron respondidos de manera congruente categórica y exhaustiva con relación a lo formulado en los mismos.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Alejandro Torres, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Estoy de acuerdo con el sentido del proyecto, pero quiero sugerir algunas adecuaciones, nada más a este proyecto.

Primero, fortalecer en la argumentación de proyecto sobre la orientación al particular para que presente, en caso de que considere que existen presuntas irregularidades de servidores públicos del Tribunal, una queja también ante el Consejo de la Judicatura, porque en su respuesta el Tribunal a la persona sí le hace saber que en el caso de los servidores públicos del Tribunal, está ahí la instancia del Consejo de la Judicatura.

En el caso de los defensores de oficio, está ahí lo que es la Consejería Jurídica o bien la Contraloría, también, puesto que también son servidores públicos.

Entonces, y nosotros cuando hacemos el análisis de la respuesta del Tribunal, hacemos referencia a lo que dice el Tribunal respecto de los defensores públicos de oficio, pero no así de los servidores públicos del Tribunal Superior de Justicia, siendo que el Tribunal sí lo señaló en su respuesta.

Entonces, para que en la argumentación se vea que también el Tribunal le hizo saber qué puede hacer en el caso de que considere que algún servidor público del Tribunal Superior de Justicia incurrió en alguna irregularidad, entonces, ahí la instancia a la que puede acudir, sí se lo hicieron saber. Entonces, nosotros, nada más en el proyecto incorporarlo.

Y luego otra propuesta que quiero señalar es sobre los numerales de los agravios, propondría incluir en la página 10 del proyecto, que se atendieron los numerales 9, 10, 11 y 12 porque no aparecen y pues, finalmente también son parte de la respuesta primigenia del ente.

Y finalmente, corregir en lo que es la fundamentación, en las páginas, concretamente, 12 y 13 del precepto jurídico que se cita, porque se hace de manera errónea el tomo y el criterio jurisprudencial y lo correcto sería: criterio jurisprudencial con clave segunda, primero, en fin, etcétera, etcétera, es un poco largo, lo pasaría a la Secretaría Técnica nada más para tomar la referencia textual del criterio que se está citando para el recurso.

Serían mis propuestas.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias, Comisionado.

Comisionado Sánchez Nava, por favor.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, con gusto. Es en contra del sentido del proyecto, conforme a lo que se expone a continuación:

En la página 34 de la resolución se indica que conforme a una tabla que el ente obligado anexó a su respuesta, se desprende que satisfizo los 28 requerimientos de información solicitados; sin embargo, de dicho cuadro, por lo que hace a los puntos número uno y dos de la solicitud, se advierte que el Tribunal Superior de Justicia informó el número de audiencias programadas en el mes, por los Juzgados Primero y Segundo, pero no debe pasarse por alto que lo que el particular solicitó fue conocer el número de audiencias diarias en los citados juzgados en el período comprendido de enero del 2013 a agosto del 2013.

En consecuencia no pueden tenerse por satisfechos dichos numerales en virtud de que se proporcionaron los datos referentes a audiencias programadas y no las que se llevaron a cabo.

Una cosa es que yo tenga programación de audiencias y otra cosa es que las haya llevado a cabo y esto se da mucho en los tribunales cuando se posponen las audiencias por parte de, a petición de las partes o por parte del propio Tribunal.

Por lo tanto, se propone que el sentido de la resolución sea modificar la respuesta emitida por el ente obligado a fin de que le informe al ahora recurrente sobre el número de audiencias diarias de ejecución de sanciones penales que se han llevado a cabo de enero a agosto del 2013, en los Juzgados Primero y Segundo del Tribunal Superior de Justicia a fin de atender los puntos uno y dos de la solicitud de información.

Asimismo, se sugiere que en atención a que el particular señaló en su primer agravio, que se inconformaba por la respuesta proporcionada conforme a los artículos 6 y 7 constitucionales, se debe incorporar un argumento en la resolución a fin de desvirtuar el dicho del recurrente, motivando que si bien el InfoDF es el encargado de tutelar el derecho humano, previsto en el Artículo 6° Constitucional, es decir, el de acceso a la información pública.

Por lo que hace al diverso siete del citado ordenamiento, debe de argumentarse que dicho precepto tutela el derecho de libertad de expresión para que las personas difundan ideas u opiniones por cualquier medio, por lo que escapa de la esfera de competencia de este Instituto.

Lo anterior, a fin de explicar al ciudadano el alcance de lo que expresó al inconformarse con la respuesta impugnada.

Es cuanto.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo tengo una duda ¿no? Yo no soy abogado, es obvio, ¿no? Como dicen, doctor y público, que no soy abogado, pero me están diciendo, quien sí es abogado, que lo que hace el Comisionado Sánchez Nava es precisamente hacer una distinción entre las programadas y las llevadas a cabo, pero me dicen que en términos de las audiencias realizadas por el Tribunal, en realidad las programadas se hacen.

Es decir, aunque se difiera, no es que se posterguen, aunque se difieran las audiencias, se abren de tal manera que una vez que no se presenten las partes, no haya una serie de cosas, pues se difieren, ¿no?

Pero, evidentemente que lo programado con lo llevado a cabo no hay, digamos, un distingo como tal, sino lo que se está programando es precisamente, lo llevado a cabo, independientemente de que haya habido o no audiencia de ley, que es una cosa como distinta.

Y creo que finalmente, nosotros hacer un distingo así tan acucioso, exactamente, no sé si estamos generando, exactamente, un asunto que lleve a dos cosas: un poco a extralimitarnos y segundo, a que haya un asunto de procesamiento de información en términos de lo que estás contando, ¿no? 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es correcto lo que comenta el Comisionado Mucio; sin embargo, en el tema, como ahí, aquí la temporalidad en un periodo específico puede variar lo programado en un periodo específico, con lo llevado a cabo en un periodo específico y ahí puede variar, digamos, yo lo programé y lo reprogramé para el próximo año, ¿no? Porque hay audiencias que se van, perdón lo que voy a decir, de un mes a tres o cuatro meses y puede variar, se pueden desfasar los tiempos en el término de la solicitud de información, no sé si me explico.

Aquí me está explicando, exacto, aquí me está pidiendo sobre un periodo específico de enero a agosto, ¿no? De enero a agosto, yo tenía programado tantas audiencias, en septiembre tenía programado una, sin embargo, ya la pasé al mes de septiembre y entonces, ya me cambia, por eso sí es procedente dar las realizadas, sí cambia respecto de las programadas.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo creo que en esta ocasión, voy a coincidir con el Comisionado Sánchez Nava y mi propuesta sería en el sentido también de modificar para que informe respecto a los requerimientos uno y dos de la solicitud.

Sería cuanto.

¿No sé si hay más?

Comisionado Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Respecto de las observaciones que acaba de hacer el Comisionado Sánchez Nava, me llama la atención nada más respecto de la temporalidad.

Es decir, la persona solicita determinada información con un desglose muy específico que son: cuántas audiencias diarias de ejecución, etcétera, etcétera, y la respuesta que le da el ente, si nosotros lo vemos, es que se las dan de manera mensual, ¿no? De acuerdo con lo que determinada unidad administrativa tiene, es la respuesta que le dan, de manera mensual, pero no le fundamentan ni le motivan el por qué le dan en el estado en que lo encuentran, que a la mejor puede ser una estadística que llevan de manera mensual, pero no lo dice, lo dice en el informe de ley, pero en el informe de ley sabemos que no es el momento adecuado, precisamente, para dar este tipo de explicaciones, debió de haberla dado al momento de responder la solicitud.

Entonces, respecto de eso, solamente creo que sí el Tribunal podría, entonces, señalar, porque le pidieron una estadística diaria, nada más, exactamente, entonces, que responda respecto de lo que le están preguntando, concretamente, diariamente, si tiene la información así por día de cuántas audiencias diarias de ejecuciones y sanciones penales se han llevado a cabo en el lapso que señala, entonces que la proporcione, si no la tiene con ese desglose de diario, entonces, que lo exprese y que lo fundamente y lo motive.

Respecto de la otra observación que hacía el Comisionado Sánchez Nava, yo estoy de acuerdo con lo que comentó el Comisionado Mucio Israel Hernández, respecto de que, bueno, finalmente, la terminología es se han llevado, ¿no? Bueno, se llevan a cabo, lo que pasa es que puede haber algo, alguna circunstancia, que es finalmente los años gravados, es una estrategia, a veces que emplean, por lo cual van, exactamente, prolongando los juicios, en fin, todo ese tipo de cosas con múltiples elementos que da la ley y sus procesos, ¿no? Solamente.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Mucio.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo, estoy de acuerdo con las acotaciones que hace el Comisionado Alejandro Torres, porque eso, precisamente, me parece que es lo que le daría certeza.

Es decir, haríamos una modificación para efectos, de tal manera que se haga, se pronuncie sobre la estadística diaria, que es un poco lo que el Comisionado Sánchez Nava ha puesto en términos de la mesa, pero, digamos, resguardando, precisamente, la posibilidad de que nosotros hiciéramos un, un, fuéramos más allá de, pues los limites normativos y le dijéramos: “entonces, procesa la información como se te pide”, porque creo que podríamos caer en ese riesgo y creo que con este asunto y esta modificación para efectos, podría estar resuelto el planteamiento que nos hacía primigeniamente el Comisionado Sánchez Nava.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Nadie más?

Entonces, entenderíamos que estamos de acuerdo con modificar y entonces, bueno, la propuesta sería modificar para que informe respecto al requerimiento uno y dos de la solicitud y si no lo tiene que funde y motive, pero también podemos recoger las observaciones del Comisionado Alejandro Torres para fortalecer el proyecto y éstas son: fortalecer el argumento relacionado sobre la orientación de la queja del particular, señalar que los puntos 9, 10 y 11 fueron atendidos, corregir el precepto jurídico de la página 12 y desvirtuar el dicho del recurrente respecto al Artículo 7° Constitucional.

Bien, quienes estén de acuerdo con que éste sea la resolución sobre este Recurso 1677, favor de manifestarlo, levantando la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad con los comisionados presentes, el Proyecto de Resolución RR.SIP.1677/2013.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasaríamos al Recurso RR.SIP.1722/2013 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

Por favor, Directora.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1722 de 2013.

Se solicitaron cinco requerimientos de información relacionados con una nota periodística en la cual se informa sobre un ilícito cometido en calles de una colonia en específico, haciendo énfasis en que pide conocer los documentos en los que consta información requerida.

El ente obligado informó el nombre del hospital en donde fue atendido el policía involucrado y que se evaluaría el caso para otorgar un ascenso o incentivo a dicho elemento. Se dijo que fue iniciada una averiguación previa, pero que a fin de saber si se determinó el ejercicio de la acción penal, debía acudir a la fiscalía correspondiente. Por último, informó sobre los elementos que se otorgan a las víctimas, con el fin de que acudiera a solicitarlos.

El solicitante se inconformó porque la información proporcionada era incompleta, toda vez que no entregaron las documentales que permitieran verificar que la información proporcionada sea cierta.

Asimismo, no afirmó, ni negó si se otorgó el ascenso o incentivo al policía herido, ni tampoco si se determinó el ejercicio de la acción penal en la averiguación previa, además de que la orientación pretendida es indebida.

En ese sentido, del contraste realizado entre solicitud de información y la respuesta, se advierte que el ente fue omiso en proporcionar los documentos en los que constaran las acciones realizadas, transgrediendo el principio de exhaustividad previsto en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo.

Asimismo, fue omiso en atender de manera categórica las preguntas sobre si el policía involucrado y herido se le brindó atención médica y algún ascenso o incentivo, y sobre si se determinó el ejercicio de la acción penal, lo cual no brinda certeza jurídica al particular.

Por lo que deberá señalar categóricamente si cuenta con las documentales requeridas, indicar si al momento de la presentación de la solicitud fue otorgado algún ascenso o incentivo al policía involucrado y deberá someter a consideración de su Comité de Transparencia la averiguación previa referida por el particular, siguiendo el procedimiento establecido en los artículos 42 y 50 de la ley de la materia y proporcionando versión pública, previo pago de derechos, sólo para el caso de que la investigación ya no se encuentre en trámite.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Presidente, Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias. De acuerdo con el sentido de que la resolución sea modificar el acto impugnado, mi observación es en que la orden se elimine, que el ente se pronuncie respecto del punto cuatro, ya que éste fue respondido por el ente.

El punto cuatro consiste en saber si se inició averiguación previa con motivo de dicho suceso y la respuesta del ente fue que sí y se pretende ordenar que lo indique otra vez, lo cual no sería pertinente.

Por lo que considero que el sentido de la resolución sea modificar la respuesta del ente, pero la orden no debe de incluir el punto cuatro que sí fue atendido por el ente obligado.

Es cuanto.

Si no hay más, luego entonces, someto a consideración del Pleno que el sentido de la resolución sea modificar y eliminar el punto cuatro de la respuesta que sí fue atendido.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1722/2013, se estaría suprimiendo de la orden, el punto cuatro.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos, entonces, al Recurso RR.SIP.1779 de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

Adelante, por favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1779 de 2013.

De los delitos comprendidos por el Título 7° del Código Penal para el Distrito Federal, se solicitó delitos que atentan contra el cumplimiento de la obligación alimentaria, Artículo 193 a 199, se solicita número de averiguaciones previas por año desde los registros más antiguos de cada delito, número de averiguaciones previas que hayan terminado en sentencias privativas de libertad.

Tras prevenir al particular, el ente obligado hizo entrega del número total de averiguaciones previas relacionadas con los delitos señalados desde 2010, mismas que ascienden a 3,426.

El solicitante se inconformó porque la información no se entregó clasificada en los términos de la solicitud por año y por delito individualizados y siendo confusa, no hay pronunciamiento respecto a las sentencias privativas de libertad relacionadas con las averiguaciones previas solicitadas, no se funda y motiva porque la información sólo se entrega a partir del año 2010.

En ese sentido, durante la substanciación del recurso, el ente recurrido hizo del conocimiento del particular una respuesta complementaria en donde le proporcionó la información relativa al punto uno de la solicitud y respecto al punto dos de la misma, se declaró incompetente, orientando a la particular a otro ente obligado.

La particular solicitó el número de averiguaciones previas por año de cada delito contenido en el Título 7° del Código Penal del Distrito Federal, así como las sentencias privativas de libertad relacionadas con dichas averiguaciones previas y la respuesta del ente obligado consistió en proporcionar un número global correspondiente a las averiguaciones previas iniciadas desde 2010, por lo que no entregó la información que se estaba solicitando, tampoco hubo un pronunciamiento sobre las sentencias emitidas en relación a las averiguaciones previas del interés del particular.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta emitida por el ente obligado y ordenarle que haga un pronunciamiento categórico respecto de las sentencias emitidas sobre las averiguaciones previas, correspondientes a los delitos contenidos en el Título 7° del Código Penal del Distrito Federal relativo a los delitos que atentan en el cumplimiento de la obligación alimentaria.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Alejandro Torres, tiene la palabra.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. Bueno, al margen de que considero que este recurso de revisión también nos da una idea de la efectividad o no que pudieran haber tenido determinadas normas que van encaminadas a atender, pues un fenómeno social o una situación que es muy patente, que es respecto de los deudores alimentarios, se ha legislado en esta ciudad, creo que de manera muy acertada en este tema, a diferencia de otras entidades, creo que aquí hay una protección, precisamente, sobre todo a las personas vulnerables que son los menores, ¿no? Que suelen ser muchas veces las víctimas, precisamente, de pleitos, a veces entre los padres y todo eso. Entonces, creo que aquí en la ciudad hay un esquema muy interesante de protección de sus derechos.

Y bueno, para el caso de que se considere que el ente no está cumpliendo con los extremos de la solicitud, en la orden, considero debe precisarle que el ente tendrá que entregar la información por año y por delito individualizado, toda vez que en el proyecto se considera como fundado ese agravio, precisamente, sería mi propuesta, nada más, es una cosa quizá muy de matiz, pero para que no se escape.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo coincido, yo traía, no reservé ese asunto, sí lo traía, pero como vi que ya lo traía reservado el Comisionado Alejandro Torres, lo bajé como otros tantos que bajé hoy.

Y nada más se sugiere, precisamente, precisar la orden, ya que en el proyecto se señala que resulta ocioso ordenarle a la Procuraduría General de Justicia que atienda de nuevo los requerimientos de información, que ya quedaron satisfechos con la emisión de una respuesta complementaria.

Sin embargo, no se entró al análisis del tercer supuesto del Artículo 84, fracción IV de nuestra Ley de Transparencia, consistente en la notificación al recurrente de la respuesta complementaria, en ese sentido la resolución no da certeza de este hecho, motivo por el cual se propone, pues se ordene un segundo punto en el que se señale la entrega de la información proporcionada en la respuesta complementaria, consistente en el número de averiguaciones previas por año, que ahí coincido plenamente con el Comisionado Alejandro Torres, desde los registros más antiguos de cada delito en lo relativo a los delitos contenidos en el Título 7° del Código Penal del Distrito Federal, de los años 2010, 2011 al 2012 y de enero-septiembre de 2013, para efectos del engrose deberá hacerse los ajustes pertinentes a lo largo del proyecto.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Ponemos entonces a consideración del Pleno, si no hay nada más, que la resolución del Recurso SIP 1779 Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal sea modificar, precisando en la orden que deberá entregar la información por año y tipo de delito e incluir en la orden la entrega de la información relativa a la respuesta complementaria y para efectos de detalle y no repetir la argumentación que ya nos dio el Comisionado Mucio, nos pasara los datos para que tal cual quede.

Sí, Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Perdón, lo que pasa es que la información que ya se entregó, la que está en la respuesta complementaria, ya ha sido entregada.

Para que no se vuelva a entregar ¡ah! es correcto.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más, una aclaración. O sea, sé que el análisis dice que ya se entregó, pero, y que resulta ocioso, pero no tenemos certeza de la entrega, entonces, por notificación, por eso necesitamos, evidentemente plantearlo.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Lo que pasa es que no tenemos que los tres requisitos, con uno que no se cumpla ya no tenemos que entrar a fondo del resto.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- A ver, estamos en platica, demos la palabra, ¿quién quiere intervenir?

Comisionado Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Tenemos el expediente y sí se notificó, bueno, ahorita lo checamos.

Aquí está el correo donde emite la respuesta complementaria al recurrente, aquí está la…

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Muchas gracias. Sin duda lo dice el expediente, pero el proyecto no refiere absolutamente nada de eso, entonces, lo que estamos diciendo es que como no hay certeza, pues se ponga, porque nosotros resolvemos conforme al proyecto, no conforme al expediente, que claro que sabemos que es parte del asunto, pero si no lo sabemos, pues dónde.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- OK. Entonces, yo haría la propuesta, exactamente como ya estamos, hay evidencia de que sí se notificó, se ponga, se analiza en el…, exactamente.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muy bien, quién esté luego entonces de acuerdo con este proyecto, sírvase manifestarlo levantando la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1779/2013

Se estaría introduciendo en el considerando segundo el cumplimiento de la notificación para que se dé certeza de que ya se entregó esa información que se dice que resultó ocioso.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos al Recurso RR.SIP.1812 de la Procuraduría General de Justicia, nuevamente.

Por favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1812 de 2013.

Se solicitó el nombre, nivel de puesto, lugar de trabajo y nombre del superior jerárquico de la persona que aparece en las fotografías anexas a la solicitud y que a decir del solicitante es policía de investigación.

El ente obligado respondió que los elementos aportados por el solicitante tanto en la solicitud como en el desahogo de la prevención hecha a la solicitud, son insuficientes para dar respuesta precisa y por lo tanto la Procuraduría se vio imposibilitada para hacerlo.

El solicitante se inconformó porque el recurrente esgrimió que el ente obligado le negó la información solicitada porque no agotó todos los medios para proporcionársela y así tener una respuesta precisa de lo requerido.

Sin embargo, del análisis a la solicitud de acceso a la información pública y a lo dicho por el solicitante en el desahogo de la prevención, así como en observancia a lo establecido en los artículos 3° y 11 párrafo tercero de la ley de la materia y del Artículo 6°, fracción III de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria a la ley de la materia, esta autoridad revisora determinó que lo pedido por el ahora recurrente es incierto y por lo tanto de imposible atención por la Procuraduría General de Justicia máxime cuando la sola afirmación del particular de que la persona referida en la solicitud es un servidor público, no provee de certeza jurídica alguna a este Instituto para que pueda sostenerse que la información a la que pidió acceso, pueda ser proporcionada por el ente obligado.

De este modo, al resultar imposible de atender la petición del particular a la luz de lo establecido en el Artículo 6°, fracción III de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria a la ley de la materia, el agravio del recurrente es infundado, en las relatadas consideraciones se reconoce como válida, correcta y legal la respuesta impugnada.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Mucio Israel, tiene la palabra.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Me he reservado este proyecto porque me resulta particularmente sugerente el tema, porque es precisamente a través de una fotografía que se permita o se, bueno, se intenta generar una solicitud de información sobre la identificación de un presunto servidor público de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal.

El proyecto lo que establece ahí es confirmar, precisamente, la actuación del ente y decir que finalmente no cuenta con los elementos ni técnicos para poder hacer una identificación de a través de la fotografía que adjunta para la solicitud de información y hacerlo identificable con alguno de los servidores públicos.

Yo me lo reservé, precisamente, porque me parece que estamos en un contexto en donde el uso de las tecnologías cada vez son más extensivas, más intensivas y por supuesto, posibilitan que cualquiera pueda captar la imagen, video grabar, fotografiar y a partir de eso, generar una serie de elementos, como en este caso, una solicitud de información.

A mí me parece y lo que quiero proponerle a este Pleno, que sí lo discutamos y que si hay la posibilidad, creo que sería conducente sobreseer el proyecto por no considerarlo una solicitud de información.

En el agravio, por ejemplo, de la persona lo que establece es que dice: “pues me hubieras dado el acceso directo a todas las fotografías y entonces, yo hubiera podido ver cuál era la persona”. Pero lo hace con un mecanismo distinto; es decir, presenta la fotografía y a partir de eso quiere que el ente haga una búsqueda de si hay o no un servidor público que se parece o que se identifica o que genera una serie de cosas y saber si darle certeza sobre el asunto.

Me parece que no es, o sea, me parece que necesitamos generar un precedente para que estas solicitudes de información que pueden, digamos, sobre todo porque los usos intensivos de las tecnologías posibilitan eso, que no metiéramos, digamos, un antecedente que pudiera generar dos cosas: primero, el tema de obligar a los entes a responder a solicitudes de información de esas características y segundo, que incentiváramos, digamos, la “violentación” en cualquier caso, de un ámbito privado de las personas y que a través de eso, se pudiera generar, pues un mecanismo, digamos, de un dispositivo que invada su esfera privada.

Me parece que por esas dos razones, yo lo que les propongo es que pudiéramos sobreseer el tema por no constituir una solicitud de información, sentando un asunto de precedente, digamos, yo lo comenté así en la mañana con un café, con el maestro Guerra, ¿no? -Él tenía un café en la mano y yo no- y lo que me dijo es: “yo creo que sí necesitamos, evidentemente hacer un precedente” y creo que sí es necesario sobreseer, porque es interesante el caso, digamos, el proyecto lo que hace es simplemente confirmar el asunto, pero creo que por todo el contexto, por todas las cosas como se están dando, sí necesitamos marcar un precedente, sobreseer el asunto y sobre todo resguardar, digamos, el ámbito privado de las personas por un lado, pero también, pues no dar posibilidad, precisamente, a hacer lo imposible.

Es decir, que yo te presento una fotografía que no me identifica, o sea, porque una fotografía, ustedes saben, no hace identificable por sí misma a una persona, que no es lo mismo que si me dice, me da un nombre y le digo es un servidor público y entonces, a lo mejor es más fácil localizarlo, pero una persona que además es, las fotografías en realidad son muy borrosas, no son claras, no tenemos certeza de quién es, o sea, me parece que podríamos meternos en un terreno bastante pantanoso, ¿no?

Entonces, es una consideración que yo quería plantearle a este Pleno, de tal manera que lo discutiéramos, lo viéramos, lo analizáramos y pudiéramos ir sobre el asunto y sí efectivamente sobreseer con fundamento la propuesta del Artículo 82, fracciones I, relacionados con el 76, 77 de nuestra ley.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, yo estaría de acuerdo con esta propuesta de sobreseer por las razones ya expuestas y enfatizando un poco en que efectivamente, no se pueden pedir datos de un servidor público y menos si trabaja en cuestiones de seguridad y procuración de justicia, a través de una foto, es una solicitud que en todo caso involucra a datos personales.

Y lo otro, pues obviamente pensando en la seguridad y que tal si no es que este servidor público, el que se ostenta, se presume que se ostenta como servidor público está cometiendo algún ilícito, sino que simplemente pudiera ser un atentado, ¿no? De alguien que está en la parte delincuencia para afectar a alguien que sí es un servidor público en el ámbito de la procuración de justicia de la seguridad pública y cumple, digamos, bien con sus funciones.

Luego, entonces, yo creo que definitivamente la inquietud de este particular, pues puede ser atendido mediante una denuncia, una denuncia decir: hay esta persona que está actuando de esta manera y que está atentando contra la seguridad pública, ¿no? Y contra la seguridad de mis vecinos, ¿no? De la zona donde vivo.

Entonces, definitivamente creo que se debe de sobreseer, pero además ya nada más agregaría que la debemos de sobreseer para no afectar el índice de acceso, en esto que acabamos de acordar en la sesión pasada de que es un sobreseimiento confirmado, ¿no? Algo así, no hemos encontrado el término, pero entendemos que no va a contar para efectos del índice de acceso a la información pública.

Si no hay más…,

Sí, adelante Comisionado Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Es que me parece una resolución muy novedosa, ¿no? Me parece muy interesante, por ello, la verdad es que yo en principio, lo primero que pensé es algo que actualmente circula, bueno, ya circula desde hace varios meses o por lo menos hace varios meses yo lo vi en redes sociales, hay un estudio fotográfico que hizo un fotógrafo no mexicano, extranjero, muy interesante en el que se dedicó durante varios años a ubicar a dos personas que no tuvieran nada que ver entre sí, no son parientes ni se conocían y sin embargo pueden ser gemelos idénticos, a qué va esto, a que pues la sola imagen, ¿no? Representada en una fotografía no te da certeza respecto de la identidad de una persona.

Y luego, por otro lado, llego con una fotografía y te pido a ver dime, en qué área trabaja ahí de tu dependencia, no espérate, o sea, sí me tienes que dar información concreta respecto de la documentación o respecto de la información que genero respecto de mis atribuciones, de mis competencias como ente, o sea, lo que tengo que generar.

Sí genero, por supuesto, archivos fotográficos para la cuestión de la procuración, la persecución del delito, pero eso es otra cosa, esa es otra materia y otra dinámica, no es al revés, en la que tú me traes una fotografía y checo a ver si es un servidor público o delincuente, no, sí me tienes que proporcionar exactamente la información, de la información que yo genero y que es de tu interés para que yo te la dé, no que tú me des la foto y yo te diga qué es, ¿no?

Entonces, me parece muy interesante esto y no sé si es en la parte de la argumentación para el sobreseimiento que se ha propuesto, precisamente, se pueda incorporar una interpretación en el sentido o similar al que constituye también una precisión subjetiva, ¿no? Respecto de la presentación por parte del solicitante de una imagen de la cual él asume o él interpreta o él afirma que es servidor público del ente y respecto del cual deriva su aparente solicitud de información, no siendo así lo correcto, ¿no? Sino que es una apreciación, en todo caso, a una interpretación de él que una imagen se corresponde a un servidor público, pero sin que nos dé, bueno, al ente no le da los elementos para poder hacer la atención de una solicitud en forma, como debiera ser.

Hasta ahí, mi comentario.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias. Si no hay más, ponemos a consideración de este Pleno que el Recurso RR.SIP.1812 Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal sea sobreseído sin que afecte su índice de acceso a la información y que se ajuste el proyecto con base a los fundamentos y motivaciones ya expuestos.

Quién esté de acuerdo, por favor, sírvase manifestarlo alzando la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1812/2013.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien, pasamos al Recurso RR.SIP.1754/2013 de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda. Adelante, por favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, expediente RR.SIP.1754 de 2013.

Se solicitó el porcentaje de cumplimiento que en la actualidad posee el ente obligado en materia de protección de datos personales.

El ente obligado informó al particular que la información como tal, es decir, como porcentaje no la tiene, razón por la cual le remitía una tabla con el reporte estadístico de solicitudes de datos personales correspondientes al tercer trimestre de esa dependencia.

El recurrente manifestó que este Instituto anualmente realiza y envía una evaluación en cumplimiento a la Ley de Protección de Datos Personales mismo que sirve para las Mejores prácticas y cumplimiento del ordenamiento de referencia con apoyo en dicha manifestación, dicho recurrente también refirió que si bien el ente le proporcionó un reporte de solicitudes de datos personales, lo cierto es que éste no tiene nada que ver con la información solicitada.

En ese sentido del análisis a la solicitud, así como a la respuesta, se advirtió que la controversia surge a partir de lo impreciso del requerimiento formulado por el recurrente, pues aun y cuando éste aduce que es de su interés el porcentaje de cumplimiento que en la actualidad posee el ente en materia de protección de datos personales, lo cierto es que dicho planteamiento carece de mayores elementos que permiten vislumbrar en el universo de obligaciones que a su cargo tiene la autoridad responsable en materia de protección de datos personales, a qué porcentaje de cumplimiento hace alusión dicho impetrante, así como en todo caso, a el proceso o indicadores de evaluación que reflejan el referido porcentaje de cumplimiento.

En ese sentido y toda vez que el ente hizo uso de la figura de la prevención, resultó procedente ordenarle que informe al recurrente de manera debidamente fundada y motivada, sin posibilidad para proporcionarle el porcentaje de cumplimiento asignado en el índice de cumplimiento de obligaciones en materia de datos personales con motivo de la entrega de reconocimientos a las Mejores prácticas en protección de datos personales 2013, ya que de la valoración a sus manifestaciones vertidas en su escrito recursal y a los criterios y metodología para evaluación para la entrega de los reconocimientos a las Mejores prácticas de protección de datos personales 2013, así como a la diligencia para mejor proveer remitida por la Dirección de Datos Personales de este Instituto, se determinó que aquella resulta ser información de su especial interés.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Estoy de acuerdo con el sentido de revocar, aunque un poco extrañado por la orden que se propone, ahí se propone que el ente informe su imposibilidad de atender la solicitud de información.

Es una frase, una figura retórica, tal vez que no habíamos utilizado en los recursos de revisión, porque yo creo que conforme a la ley todos los entes deben de dar una respuesta, si bien no entregar la información solicitada, tienen la posibilidad de en primera, pues dar la información, si la tiene, en caso de que sean concurrentes pueden dar la información que les corresponde y canalizar al otro ente y en caso, incluso, de que sea solicitud que no es tal solicitud de información, como este caso, pues declararla como que no es solicitud de información, en caso de que tenga dudas, puede prevenir y en caso, incluso, de que sea para el gobierno federal, puede orientar al solicitante para decirle que la dependencia es el IMSS, por ejemplo, ¿no? Una solicitud que tenga que ver con salud y tiene muchas alternativas, pero nunca declararse en imposibilidad para atender la solicitud; es decir, sí la puede atender y hay múltiples posibilidades, pero no ésta de declararse imposibilitado.

Luego, entonces, considero que lo correcto es que el ente debió en primera instancia prevenir al solicitante lo cual no hizo, entonces debió canalizar la petición a este Instituto, al InfoDF que es el competente para emitir una respuesta sobre el porcentaje que tiene actualmente de cumplimiento la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda en materia de protección de datos personales.

Lo anterior, derivado a la conclusión que se realiza en el proyecto de resolución ya que efectivamente el ente se encuentra imposibilitado para proporcionar la información que solicita el particular, lo que se confirma con la diligencia para mejor proveer, atendida por la Dirección de Datos Personales del Instituto.

Por lo que mi propuesta, en conclusión, es que se revoque para efectos de que el ente canalice la solicitud de acceso de información al InfoDF y de esta manera garanticemos este derecho de acceso al particular.

Es cuanto.

Bien, si no hay más, entonces, el Recurso RR.SIP.1754 de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, la propuesta es que se revoque y se canalice al InfoDF.

Quiénes estén de acuerdo, por favor sírvanse manifestarlo alzando la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1754.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos, entonces, al Recurso RR.SIP.1888 de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, por favor, adelante Directora.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, expediente RR.SIP.1888 de 2013.

Se solicitaron cuatro requerimientos de información relativos a una constancia de zonificación de uso de suelo expedida el 5 de septiembre de 1991.

El ente obligado respondió puntualmente a los cuatro requerimientos de los cuales informando que dos de ellos no son materia de acceso a la información pública.

El recurrente esgrimió que el ente obligado le negó la información solicitada en los dos requerimientos que no le fueron proporcionados con una respuesta tendenciosa y carente de fundamentación y motivación que lo deja en estado de indefensión.

En ese sentido el agravio del particular es fundado, pues de conformidad con lo previsto en los artículos 3°, 4°, fracciones III y IX, XI, párrafo tercero y 26 de la ley de la materia, la información a la que pidió acceso, sí es materia de acceso a información pública, pues tiene que ver con la emisión de una Acta administrativa que lo constituye en la emisión de la constancia de zonificación de uso de suelo del interés del solicitante, la cual está vinculada con el ejercicio de las atribuciones de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda de conformidad con la normatividad aplicable a la fecha de la expedición de la referida constancia, así como con la normatividad vigente aplicable a la fecha de presentación de la solicitud de información.

Motivo por el cual la respuesta impugnada es violatoria del derecho de acceso a la información pública del recurrente, pues contrario a los principios de legalidad y certeza jurídica, así como a lo previsto en el Artículo 6°, fracción VIII de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de aplicación supletoria a la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado que emita otra en los términos descritos en el considerando cuarto de la resolución.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Mucio Israel, por favor.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. Este recurso lo traía reservado en el Orden, el maestro Guerra; sin embargo, yo también lo había reservado, pero como bajé artos, por eso lo estoy retomando, coincido plenamente con el maestro Guerra, en este punto y la propuesta es que revoquemos el recurso de revisión por los siguientes motivos:

Del estudio al agravio expresado por el particular al momento de interponer el recurso de revisión, se advierte que el particular se encuentra inconforme de toda la respuesta y no sólo de los puntos uno y dos, ya que se señala que se observa claramente que el ente obligado niega el acceso a la información, violentando mis garantías individuales conforme al Artículo 6, 8, 14 y 16 Constitucional, ya que en los puntos no da la transparencia al dar información incompleta -estoy citando literalmente- por lo tanto, no cumple con la legalidad requerida causándome agravio, ya que me deja en total estado de indefensión al no proporcionar dicha información requerida de manera completa y por supuesto, no funda ni motiva su acto.

En este sentido, no es posible sacar de la litis los puntos uno y dos, y se debe incorporar el análisis de los mismos, determinando que de las facultades del ente, se advierte que cuenta con atribuciones para pronunciarse respecto a dichos puntos, refiriendo que éstos pueden atenderse a través del derecho de acceso a la información, desvirtuando su respuesta.

En este orden de ideas y al no subsistir ningún elemento de la respuesta inicial, pues se propone que se revoque la respuesta a efecto de que se pronuncie a cada uno de los requerimientos del particular.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?

Si no es el caso, entonces, pongo a consideración, compañeros comisionados que el Recurso RR.SIP.1888/2013 de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, el sentido sea revocar ya que la inconformidad del particular es sobre todos los requerimientos, por lo tanto se deben estudiar cada uno de los puntos.

Quién esté de acuerdo, sírvanse manifestarlo, por favor.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1888/2013, en tanto que se está revocando, la orden sería que debe de proporcionar la información solicitada.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias, señor Secretario.

Pasamos al Recurso RR.SIP.1946/2013 de la Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal.

Por favor, Directora.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría del Medio Ambiente, expediente RR.SIP.1946 de 2013.

De 1998 a 2012 se solicitó la cantidad de basura generada y porcentaje de residuos reciclados en el Distrito Federal, cantidad de basura generada y porcentaje de residuos reciclados en las delegaciones del Distrito Federal.

El ente obligado canalizó la solicitud del particular a la Secretaría de Obras por ser de su competencia la recolección de residuos sólidos en términos del Artículo 58 del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal.

El solicitante se inconformó porque primero, no es competente para informar sobre la cantidad y composición de los residuos sólidos generados en las delegaciones en el periodo de su interés, no obstante que de acuerdo al Artículo 6° de la Ley de Residuos Sólidos, tiene la facultad de integrar un inventario de residuos sólidos y sus fuentes generadoras en coordinación con la Secretaría de Obras y Servicios de las delegaciones y no brinda respuesta sobre la cantidad de residuos sólidos de las delegaciones porque éstas se encargan de la recolección.

Sin embargo, el particular a través de su agravio primero, pretende que se le entregue información relativa a la composición de los residuos sólidos generados en las delegaciones; sin embargo, ello no fue materia de la solicitud de información y por lo que hace a la cantidad de dichos residuos su agravio es infundado debido a que en términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública al Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal y la Ley de Residuos Sólidos, todos los ordenamientos son del Distrito Federal, la Secretaría de Obras y Servicios es competente para proporcionarle la información relativa a la cantidad de basura generada en las delegaciones al encargarse de la recolección, disposición y destino final de los residuos.

El agravio segundo del recurrente es inoperante, toda vez que el particular asevera que la responsable no le entrega la información bajo el argumento de que son las delegaciones las que se encargan de la recolección de residuos, manifestación que nunca fue formulada por la recurrida, por lo que el recurrente formula su agravio a partir de una premisa falsa.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada y se da vista a la Contraloría General del Distrito Federal al no haber rendido el ente obligado el informe de ley en el plazo concedido.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Comisionado Alejandro Torres, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Propondría, bueno, estoy de acuerdo con el sentido del proyecto, en los resultandos nada más considero que falta un fraseo o una redacción correcta que deje muy claro, cuándo se recibió la respuesta complementaria por parte del ente obligado. Me parece ahí medio confuso, porque dice: pretendió rendir su informe de ley, pero una respuesta complementaria de ahí de diciembre, después el informe de ley, 12 de diciembre, ya era un día después, ya no se tomó en cuenta.

Entonces, me resulta ahí medio confuso esa redacción, en los resultandos, que quede muy claro, en qué fecha se recibió qué documento.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias. Yo estoy de acuerdo también con confirmar la respuesta y mi comentario es sobre una conclusión que se realiza en el proyecto de resolución.

Un poco hemos buscado también que los recursos de revisión sin perder su rigurosidad en términos de técnica jurídica y se traten de manejar con un lenguaje más sencillo, más entendible, ¿no?

Y nada más pongo de ejemplo que en el página 35, te dice: “De donde se deduce que el agravio 12 esgrimido por el impetrante es inoperante, pues pretende combatir la respuesta impugnada a partir de una premisa que deriva de una manifestación que nunca fue emitida por el ente obligado y en consecuencia deviene en una premisa carente de veracidad, en tanto que nunca existió una manifestación del ente obligado en la que el particular pueda válidamente motivar su agravio, por lo que la premisa sobre la que se construye su agravio el impetrante, es una premisa falsa y en consecuencia carente de eficacia para combatir el acto impugnado”.

Creo que hay, en una sola frase o en dos cuando mucho, podemos manifestar lo que aquí estamos diciendo, por respecto de que el agravio es o no fundado por equis o ye circunstancia, ¿no?

Creo que, ya que estamos intentando empezar este año con una actitud autocrítica y de mejora, pues podemos también tomar en cuenta esta circunstancia.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sin duda y, digamos, yo también lo traía señalado, ¿no? Porque es un párrafo inentendible, ¿no?

Pero además, me preocupa que digamos que es inoperante e infundado a partir de que hay una premisa falsa, ¿no? Y que entonces, tiene que motivar adecuadamente el asunto.

Entonces, no solamente es un asunto de fondo o de forma, es un asunto en donde finalmente, ¿no? O sea, hay fondo ahí.

Entonces, yo comparto el asunto que han planteado los comisionados David Mondragón y Alejandro Torres.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Alguien más, ¿no? Si no hay más.

Entonces, someto a consideración de este Pleno que el Recurso 1946 de la Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal, el sentido de la respuesta sea confirmar y en los resultandos precisar la fecha en que se entregó la respuesta complementaria y un poquito, pues buscar ajustar el lenguaje del proyecto con uno más ciudadano e insisto, sin perder la rigurosidad en la técnica jurídica y obviamente, bueno, dar vista por no rendir informe de ley.

Quién esté…

Comisionado.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más el comentario, de acuerdo, de acuerdo, sin perder los términos jurídicos, sin perder esa acotación que comentó el Comisionado Presidente, estoy de acuerdo porque si no al rato pedimos mucha exigencia al jurídico, al principio y luego decimos que no nos vayamos muy alto, entonces, para que el día de mañana no mandemos un mensaje equivocado.

Entonces, lo comento porque estoy de acuerdo con el comentario, así como lo comentó el Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Estoy de acuerdo también con esa preocupación y procuraremos guardar ese equilibrio, ese límite fino, ¿no? Estaremos muy atentos y seremos muy comprensivos de esa circunstancia, pero en párrafos como éste, que es más o menos evidente, pues sí podemos manifestarlo.

Bueno, quién esté de acuerdo en que el Recurso RR.SIP.1946 Secretaría del Medio Ambiente se confirme y se dé vista por no rendir informe a la ley y en los resultandos se precise la fecha en que se entregó respuesta complementaria y se ajuste el lenguaje en los términos que ya expusimos, se sirva, favor de manifestarlo alzando la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos al Recurso RR.SIP.1762, Delegación Azcapotzalco.

Por favor, Directora, adelante.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Azcapotzalco, expediente RR.SIP.1762 de 2013.

Se solicitaron ocho requerimientos de información relacionados con el presupuesto autorizado, actividades realizadas con dicho presupuesto, informes de actividades, proyectos relacionados con el Centro de Control Animal, así como actividades específicas descritas en la Ley de Protección de Animales del Distrito Federal, todo relacionado con el Fondo Ambiental Público.
El ente obligado orientó al solicitante a que dirigiera su solicitud de información ante la Secretaría del Medio Ambiente. El solicitante se inconformó porque las delegaciones políticas cuentan con facultades para pronunciarse respecto de lo solicitado, con fundamento en el Artículo 12 de la Ley de Protección de Animales del Distrito Federal.

En este sentido, vista la solicitud de información se advirtió que todos los requerimientos formulados se encuentran orientados a conocer información respecto al Fondo Ambiental Público, el cual es un fideicomiso que está incorporado dentro del Padrón de Entes Obligados al cumplimiento de la ley de la materia.

Adicionalmente al estudio realizado a diversa normatividad, se advirtió que la Secretaría de Medio Ambiente también cuenta con facultades para emitir pronunciamiento respecto de los planteamientos formulados, en ese sentido resultó adecuada la orientación al ente referido en la respuesta. Sin embargo, atendiendo a lo dispuesto en los artículos 47, antepenúltimo párrafo de la ley sustantiva; 42, fracciones primero y segunda del reglamento de la ley de la materia, así como el numeral octavo de los Lineamientos para la Gestión de las Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales, a través del sistema INFOMEX, lo procedente hubiera sido canalizar la solicitud de información a través del sistema electrónico INFOMEX, a fin de que la solicitud de información fuese atendida por el Fondo Ambiental Público o por la Secretaría del Medio Ambiente.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, por favor, adelante.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- En contra del sentido del proyecto, en virtud de las siguientes consideraciones:

De la lectura de la respuesta impugnada, se desprende que el ente obligado le sugirió al solicitante que dirigiera su requerimiento a la Secretaría del Medio Ambiente, cuando del análisis realizado en el propio proyecto se determina que lo procedente era que canalizara la solicitud, canalizara, tanto a la citada Secretaría como al Fondo Ambiental Público del Distrito Federal, al ser los entes obligados competentes para dar atención al requerimiento planteado.

En consecuencia, se propone revocar la respuesta impugnada, en atención que al atender la solicitud, el ente recurrido pasó por alto el procedimiento previsto en los artículos 47, antepenúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal; 42, fracciones primera y segunda de su reglamento, así como el numeral 8 de los Lineamientos para la Gestión de Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales, a través del Sistema INFOMEX, que establecen la obligación de canalizar las solicitudes de información en aquellos casos en que los entes se declaren incompetentes para atenderlas. O sea, no fue suficiente la información, debe ser, conforme a lo que establece la ley, una canalización.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?

Sí. Bueno, ponemos a consideración de este Pleno que el recurso RRSIP1762/2013, de la delegación Azcapotzalco, el sentido sea revocar la respuesta para cambiar el fondo y canalizar a la Secretaría de Medio Ambiente ¿y a quién más dijiste?, y al Fondo Ambiental.  Quien esté de acuerdo con esta propuesta, favor de manifestarlo alzando la mano. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RRSIP1762, en el sentido de revocar la respuesta.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.-Pasamos al recurso RRSIP1763, delegación Tláhuac.

Por favor, Directora.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Tláhuac, expediente RRSIP1763/2013. Se realizaron ocho preguntas relacionadas con el Fondo Ambiental Público desde el año 2002, relacionadas con el presupuesto que se le da a la autoridad, así como las actividades realizadas, programadas, implementadas, acciones, estudios, investigaciones, campañas, proyectos sociales y ambientales realizados con los recursos de dichos fondos, así como los informes de resultados y mejoras realizadas.

El ente obligado orientó a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. El solicitante se inconformó porque el ente obligado no atendió ninguno de los requerimientos, sólo canalizó la solicitud de información a la Asamblea Legislativa.

En ese sentido, del estudio de los requerimientos de información se concluye que la Asamblea Legislativa es parcialmente competente para atender el primer requerimiento relacionado con el presupuesto otorgado al Fondo Ambiental Público. No obstante, del estudio de la naturaleza con formación y operación de dicho fondo se concluye que el mismo es administrado por la Secretaría de Medio Ambiente del Distrito Federal, conforme a lo anterior, aun cuando la delegación Tláhuac no es el ente competente para atender el requerimiento, sólo orientó a la Asamblea Legislativa sin hacer del conocimiento del particular la competencia de la Secretaría del Medio Ambiente y consecuentemente no dio certidumbre al particular respecto de su ejercicio de derecho de acceso a la información, por lo que el ente no cumplió plenamente con el procedimiento señalado para la debida atención a la solicitud de información, requisito de formalidad y validez por el cual debe cumplir conforme al Artículo 6º, fracción novena de la Ley de Procedimiento Administrativo, violentando así los principios de certeza jurídica, información, celeridad y veracidad de los actos a los cuales deben atender los entes obligados, al emitir actos relacionados con el ejercicio del derecho de acceso de la información y de los particulares, lo anterior de conformidad con lo ordenado en el Artículo 2º de la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado que emita una nueva en términos del considerando cuarto de la resolución.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, tiene la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Bueno, en la presentación viene mal, viene “por modificar”, cuando el recurso viene “por revocar”, y entonces lo correcto es que en la presentación  llegue a “revocar”, sin embargo la propuesta, y coincido también el Comisionado Presidente Oscar Guerra coincidimos en la misma observación, es en contra de revocar la respuesta impugnada y se propone modificar, y les voy a decir, por lo siguiente: dado que se determina en la resolución que la Asamblea Legislativa es competente para atender la solicitud, sin embargo la delegación ya orientó a la Asamblea Legislativa, por lo que no procede que nuevamente lo realice y dicha actuación prevalece, por lo que se debe de modificar el acto impugnado.

Si nos vamos a la página 2 del recurso, donde está la respuesta, ya viene la orientación a dicho órgano legislativo, entonces esa parte se mantiene en el, por eso propongo que sea modificada.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo también traía reservado este, no está inscrito, y también coincido en que se debe de modificar. O sea, coincido con lo que ha expuesto el Comisionado Sánchez Nava, sin embargo, y es un poco lo que comentaba ahorita fuera de micrófono, off de record, como dirían, ¿no?, el tema que acabamos de votar, el del Fondo Ambiental, y el Fondo Ambiental estamos revocando porque orientó y no canalizó.

Y le va a pegar a una serie de recursos que no traemos reservados, y además para hacerlo congruente, tendríamos que estar revocando nuestras resoluciones.

Pero en este, que es el mismo caso, estamos modificando, entonces sí necesitamos homogeneizar nuestro criterio porque si no sí estaríamos haciendo cosas “chipotudas”, como diría mi abuelita, en recursos, y son contradictorios además.

Entonces yo nada más un poco para ver qué hacemos y qué criterio vamos a establecer porque los otros no los traemos reservados pero sí pegan en términos de las resoluciones que estamos emitiendo por cómo estamos votando los últimos dos recursos.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Comisionado Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, tiene toda la razón el Comisionado Mucio y pareciera que estamos haciendo cosas raras. Ya viene de una canalización este asunto, y el ente, perdón, aquí el ente, de manera errónea en su respuesta dice “canaliza”, pero ese es un error del ente más bien, debió venir porque ya venía de una canalización.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?

Bien, comisionados. Yo creo que el argumento que nos da el Comisionado Sánchez Nava de que ya viene de una canalización es lo que lo hace diferente, y por eso en ese sentido yo también estaría de acuerdo con modificar. No sé si mantiene la otra propuesta de revocar.

Entonces sometería. Sí, por eso.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Para darle certeza jurídica a todos los comisionados, en la foja 13, aquí está, la canalización viene ya de la Jefatura de Gobierno del Distrito Federal, entonces ya fue de una palabrita que se equivocó el ente y debía haber dicho “orientar”, pero es lo que debemos de mantener.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muy bien. Pasemos entonces a votar el recurso 1763, delegación Tláhuac. Comisionado, ¿terminamos ya o continuamos la discusión? Adelante, Alejandro Torres, por favor.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Es que parte de la, nada más para hacer notar, estábamos revisando, que parte de las preguntas que hace, formulaciones que hace, también se refiere al Fondo Público. Dice la número 6 que diputados de la Asamblea han solicitado y/o ejercido recursos del Fondo Ambiental Público para la realización de proyectos sociales y ambientales, etcétera. Y luego la 7, ¿desde su creación en qué ha mejorado y/o de qué ha servido la existencia del Fondo Ambiental Público del D.F.?; 8, ¿cuántos recursos se destinarán al Fondo Ambiental? Y luego hay una parte donde, la 5 es la que creo que habría que considerar, porque dice: “Solicito se me envíe el informe de actividades del Fondo Ambiental Público desde el año 2002 hasta el 2013, y/o se me indique dónde puedo consultarlo”. Incluye también al Fondo Ambiental Público, por esa 5.

Correcto, no lo registro entonces, si está, a incluir, por esa información 5. Digo, lo que dice de los diputados, cuánto le asignaron y eso, sí lo puede responder la Asamblea, pero respecto del informe y propiamente del Fondo, ¿sí? Entonces, si viene está bien, sino, incorporarlo. Yo no lo registré, pero igual se me pasó.

Bien, correcto.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- A ver, lo voy a leer en la orden. 

Dice: “Oriente al particular para que presente solicitud de información ante el Fondo Ambiental Público, a través de la Secretaría del Medio Ambiente” y, dice “la Asamblea Legislativa”, que es la parte que yo estoy diciendo que eso podemos hacer.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien, compañeros comisionados, pasemos entonces a votar el recurso RRSIP1763/2013, delegación Tláhuac, y la propuesta es que el sentido sea modificar el acto impugnado y suprimir en la orden a la Asamblea Legislativa. Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo por favor.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RRSIP1763.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos al recurso de revisión RRSIP1769/2013, del Instituto de Vivienda del Distrito Federal.

Por favor, Directora.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Vivienda del Distrito Federal, el expediente RRSIP1769/2013.

Se solicitaron dos contratos correspondientes al ejercicio 2013 relativos a dos prestadores de servicios profesionales. El ente obligado proporcionó al particular los contratos solicitados en versión pública, al considerar que estos contenían datos personales.

El particular se inconformó únicamente en contra de la atención que se le dio a la solicitud de información, por lo que respecta a la clasificación como información de acceso restringido en su modalidad de confidencial, del Registro Federal de Contribuyentes de los contratos solicitados y respecto del tiempo en que estos fueron proporcionados.

Sin embargo, del análisis realizado a la solicitud de información del interés del hoy recurrente y de la respuesta impugnada, se pudo advertir que el ente obligado clasificó correctamente el Registro Federal de Contribuyentes de los prestadores de servicios, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2 y 5 de la ley de la materia, así como el numeral 5 de los Lineamientos para la Protección de Datos Personales del Distrito Federal, además se determinó que la respuesta se proporcionó dentro del término establecido en la ley de la materia, resultando infundados los agravios del particular.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Adelante, Comisionado Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido de la resolución, sin embargo, a fin de fortalecerlo se sugiere incorporar lo siguiente:

En atención a que el agravio del recurrente consiste en que en la versión pública den contrato de prestación de servicios profesionales de dos personas que se le proporcionó, no se dejó visible el Registro Federal de Contribuyentes, se propone incorporar en la resolución a fin de abonar al estudio de la naturaleza de la información que dicho dato que contiene información alfanumérica asignada individualmente a casa contribuyente por la autoridad hacendaria para que esté en posibilidades de cumplir con sus obligaciones fiscales, conformado a partir del primero y segundo apellidos, nombre de pila, fecha de nacimiento y la denominada homoclave, que evita la duplicidad del registro, por lo que encuadra en el supuesto de información alfanumérica relativa a una persona física identificada o identificable, que conforme al Artículo 38, fracción primera de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, requiere del consentimiento de su titular para su difusión, lo anterior a fin de fortalecer la determinación del ente obligado para restringir el acceso al RFC en los contratos solicitados.

Es cuanto.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?

Bueno, se pone a consideración el recurso 1769 del Instituto de Vivienda del Distrito Federal, en que la orden sería, bueno, la resolución sería confirmar y el punto es que se incorpore que el dato de contribuyente es dato personal y se tiene que salvaguardar.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo, por favor.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RRSIP1769/2013.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos al recurso de revisión RRSIP1785 de la delegación Tlalpan. Por favor, adelante.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Tlalpan, RRSIP1785/2013. Se solicitó copia certificada del expediente y/o carpeta, así como todos los documentos relacionados con la adquisición de un predio específico y con el proyecto de construcción de un nuevo panteón en dicho predio.

El ente obligado respondió a través de la jefatura de la Unidad Departamental de Patentes que no detenta la información solicitada.

El solicitante se inconformó porque se violenta el derecho de acceso a la información al negar el contenido y la existencia de la información cuando se cuenta con pruebas de su existencia.

En ese sentido, del estudio de las documentales aportadas por la parte recurrente se concluye que durante los años 2007 y 2009, autoridades delegacionales realizaron gestiones para la adquisición del terreno referido en la solicitud de información con la finalidad de construir un  nuevo panteón en el mismo.

Ahora bien, del estudio de la respuesta impugnada, así como delas documentales obtenidas del sistema INFOMEX, se concluye que la solicitud no fue gestionada ante todas las unidades administrativas competentes para atender el requerimiento de información. Asimismo, tampoco se advierte que se haya realizado una búsqueda exhaustiva en los archivos respectivos, consecuentemente el acto impugnado violenta los principios de certeza jurídica, información, celeridad, transparencia y máxima publicidad de sus actos, a los cuales deben atender los entes obligados al emitir actos relacionados con el ejercicio del derecho de acceso a la información de los particulares lo anterior, de conformidad con lo ordenado por el Artículo 2º de la ley de la materia. El sentido del proyecto que se propone es revocar el recurso de revisión.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido de la resolución, sin embargo se propone lo siguiente:

Una vez que se ha determinado en la resolución que el ente obligado cuenta con atribuciones para proporcionar al particular la información de su interés, se señala en la página 17 del proyecto que en caso de que la delegación no se encuentre en posibilidades de entregar la información solicitada en la modalidad requerida, copia certificada el ente deberá hacerlo del conocimiento del particular y ofrecer, en su caso, copia simple de los documentos. Asimismo, se prevé que en caso de que la información contenga datos de acceso restringido, el ente deberá de seguir el procedimiento establecido por el Artículo 50 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Sin embargo, al plantear la orden al ente recurrido, se omite precisar que deberá de ofrecer el cambio de modalidad, así como seguir el procedimiento previsto en la ley de la materia, en el caso de que contenga información restringida, por lo que se sugiere incorporar dichos argumentos a fin de hacer acorde la instrucción al ente con lo expuesto en el estudio de la resolución.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?
Comisionado Mucio Israel, por favor.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más un ligero matiz ahí, porque finalmente el Comisionado Sánchez Nava dice que de acuerdo a las atribuciones de la delegación, pero del proyecto se desprende precisamente que la delegación no tiene atribuciones sobre todo para extender el asunto. ¿De dónde lo agarramos? Lo agarramos precisamente de que en 2009 hubo un oficio precisamente para gestionar la compra del predio del panteón en esa parte de Tlalpan y a partir de eso.

Y además el proyecto, en la página 13 sí se establece que no hay atribuciones para el asunto y hay que matizar esa parte de acuerdo a las atribuciones, exactamente, porque si no, la vuelta que estamos dando, es decir, bueno, sí, sí, todo, pero tus atribuciones y entrega, y vamos a tener.  Ya estamos, digamos, como viene en la orden, me parece que ya le estamos diciendo “pues entrega todo lo que tengas y gestiónala en todas tus unidades administrativas”, porque lo que hizo solamente es en el ajuste donde hay hartos huesos, panteones. 

Entonces lo que creo es que se necesita hacer el asunto y matizar esta parte.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien, ponemos a consideración– si no hay más-, el proyecto RRSIP1785, delegación Tlalpan, que el sentido sea revocar y precisar en la orden el cambio de modalidad y matizar lo relativo al argumento de las atribuciones del ente.

Quien esté de acuerdo, sírvase manifestarlo, por favor.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RRSIP1785.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.-  Pasamos al siguiente recurso de revisión, el RRSIP1942 de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales. Adelante.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es Consejería Jurídica y de Servicios Legales, expediente RRSIP 1942 de 2013.

Se solicitó conocer el estatus de 12 servidores públicos, si son de estructura, a cuánto asciende su percepción y desde cuándo han laborado para el ente obligado en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Distrito Federal.

El ente obligado proporcionó únicamente la información correspondiente de tres servidores públicos indicando que respecto a los otros ocho servidores públicos, actualmente dentro de la plantilla del personal de las diferentes unidades administrativas que conforman el ente obligado, no se cuenta con el registro de dichas personas.

El solicitante se inconformó porque la respuesta proporcionada por el ente obligado es incongruente y falta de toda veracidad, ya que los servidores públicos de interés del particular pueden localizarse en las bases de datos publicadas por el ente obligado en su portal de transparencia, aunado al hecho de que considera que la información solicitada es pública de oficio, motivo por el cual debió responderse en cinco días, situación que no sucedió.

En ese sentido, la respuesta proporcionada por el ente obligado no brinda al recurrente certidumbre jurídica ya que, a pesar de que en la solicitud de información hubo imprecisiones en los nombres proporcionados por el recurrente, también es cierto que el ente obligado no previno al recurrente para que subsanara dichas irregularidades, faltando así los principios de orientación, asesoría y celeridad plasmados en el Artículo 2º de la ley de la materia, aunado al hecho de que el particular localizó a los servidores públicos de su interés en las bases de datos que obran en el portal de transparencia del ente obligado.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada con fundamento en el Artículo 82, fracción tercera de la ley de la materia.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias.

Comisionado Mucio Israel.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto. Únicamente me parece que es necesario señalar que de una revisión realizada precisamente al portal de transparencia de la Consejería Jurídica se advierte que el ciudadano Saúl Flores se desempeña como JUD de calificación registral, por lo que se debe instruir también al ente que también se pronuncie respecto de este servidor, que había quedado, digamos fuera del análisis y de la orden, básicamente.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Si no hay más, ponemos a consideración de este Pleno que el recurso RRSIP1942/2013 de la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, el sentido de la resolución sea modificar y dar vista por no rendir informe de ley, así como que se pronuncie debido a la revisión que hicieron en el portal de internet, que hay que advertir que el ente se pronuncie respecto del servidor público, cuyo nombre ya se mencionó.

Quien esté de acuerdo con esta resolución, sírvase manifestarlo, por favor, alzando la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RRSIP1942/2013.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos a nuestro penúltimo recurso de revisión reservado, que es el RRSIP1791, del Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México.

En este recurso lo que, bueno, hago un comentario para hacerlo congruente con lo que resolvimos y no volverlo a discutir. Pues la resolución sea modificar, revocar la respuesta para que funde y motive y le informe al ciudadano si existe la gestión para realizar. Sí, en los mismo términos en que está el recurso de revisión 1789. 

Quien está de acuerdo con que sea esa la resolución, sírvase por favor manifestarlo levantando la mano.

A ver, sí, Comisionado Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Es el mismo que discutimos de las competencias, es en los mismos términos es revocar para que se pronuncie, en los mismos términos que lo discutimos en el 1789.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien. Si no hay más, pongo a consideración de este Pleno que el recurso. Sí es modificar, sí.

Tiene la palabra, por favor, Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- En aquél revocamos, pero en este sí hay que modificar, porque es el C4. Viene ya, es una orientación, viene el asunto y hay un matiz, entonces sí necesitamos, por lo tanto, modificar este, en el mismo sentido, y quitar la orientación a la delegación Iztacalco, porque también viene, entonces habría que eliminar nada más esas dos partes, y hacer la adecuación, pero para modificar, porque la respuesta es ligeramente distinta.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien. Nuevamente sometemos a consideración de este Pleno el recurso 1791/2013, del Centro de Atención a Emergencias y Protección Ciudadana de la Ciudad de México, que el sentido sea modificar y que se pronuncie en el mismo sentido del recurso 1789, que correspondía a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Quien esté de acuerdo. ¿Y qué, perdón?

Y suprimir la orientación a la delegación Iztacalco, quien esté de acuerdo con ello, por favor, sírvase manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución 1791/2013.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pasamos a nuestro último recurso de revisión reservado el día de hoy, es el RRSIP1816/2013, de la delegación Cuajimalpa de Morelos.

Adelante, por favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Cuajimalpa de Morelos, RRSIP1816/2013.

Se solicitó cómo fue que reclutaron o se les dio el cargo a las directoras de los Centros de Desarrollo Infantil, CENDI, de esa demarcación, y dos, qué perfil se requiere para poder ser directoras de esos planteles, si están reconocidas ante algún otro ente como tal y favor de indicar a cuál.

El ente obligado respondió que la administración delegacional actual recibió en el cargo a las directoras de los CENDIS de esa demarcación como parte de la estructura organizacional en el ente de servicio a la población infantil, y a la fecha no se cuenta con notificación, suspensión o sustitución de actividades en alguno de los siete planteles educativos con los que cuenta ese órgano político administrativo, por alguna institución gubernamental encargada de la vigilancia y funcionamiento normativo de los mismos, y que el perfil que se requiere para ser directora, de acuerdo al Manual de Organización del Centro de Desarrollo Infantil emitido por la Secretaría de Educación Pública en cuanto a los requisitos del orden administrativo refiere que es la Profesora de Educación Preescolar o Licenciada en Pedagogía o carreras afines.

El solicitante se inconformó porque la respuesta impugnada es confusa, pues le dio información que no requirió, por lo que le niega la información que solicitó, violando la ley y su derecho a ser informada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- En este caso, considero que el sentido de la resolución.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Perdón, adelante.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- En ese sentido, el agravio de la recurrente es fundado, ya que el ente obligado no responde de manera congruente y exhaustiva a los requerimiento de la solicitud de información de la particular, sin que pase desapercibido que con relación al requerimiento relativo al perfil que se requiere para poder ser directoras de esos planteles, informó al particular ciertos requisitos para ser directora, de acuerdo al Manual de Organización del CENDI, emitido por la Secretaría de Educación Pública, puesto que lo que pidió al particular fue el perfil puesto, no ciertos requisitos que lo integraran, de manera que al no satisfacer la totalidad de los requerimientos del particular, la misma resulta contraria a lo dispuesto por los artículos 2º de la ley de la materia, y 6º, fracción décima de la Ley de Procedimiento Administrativo, en aplicación supletoria.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado David Mondragón Centeno.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.-  Muchas gracias, ya queremos adelantarnos y terminar.

En este caso, considero que el sentido de la resolución debe ser congruente con la orden y con el estudio que se realiza.

El sentido de la resolución que se propone es modificar la respuesta del ente, pero en mi opinión esto no es congruente con el análisis que se realiza, ya que se concluye que el análisis es fundado.

Lo que dice el estudio es que le asiste la razón al particular en cuanto a lo manifestado en el sentido de que la respuesta impugnada es confusa, pues le dio información que o requirió, por lo que le niega la información que solicitó, violando la ley y su derecho a ser informado, por lo que es dable concluir que el único agravio del particular resulta fundado. Entonces, si el agravio es fundado y la orden que se propone es que el ente obligado emita un pronunciamiento categórico y congruente que responda a los requerimientos de la solicitud de información –esta es la orden-, atendiendo a las consideraciones respuestas, la presente resolución, el sentido de la resolución deberá ser revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto.
¿Alguien más?

Bien, si no es el caso, pasaríamos a la votación del recurso RRSIP1816/2013, de la delegación Cuajimalpa de Morelos, donde se propone que el sentido de la resolución sea revocar.

Quien esté de acuerdo, por favor, sírvase manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1816. Estarían haciendo en el proyecto los ajustes correspondientes.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Compañeros comisionados, pasaríamos luego entonces a los recursos de revisión en materia de acceso a la información que no han sido reservados.

Quien esté de acuerdo si gustan respecto de aquellos que para hacerlos congruentes los veríamos, si me los señalan los podemos marcar para tratarlos por separado. ¿Cuáles son? Precisamente a los que se refieren a lo que comentábamos hace rato, que no se reservaron.
Le damos la palabra al Comisionado Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Exactamente, nada más para cuidar precisamente la congruencia entre los que acabamos de votar y los que no se reservaron y que tienen que ir congruentes para que no vaya una resolución en un sentido y otro en otro sobre lo del fondo ambiental y todo eso. A esos nos estamos refiriendo, ¿verdad?
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Y cuáles serían entonces? ¿Tienen identificados esos recursos?

Haremos para identificar estos recursos y hacerlos congruentes con resoluciones pasadas un receso de cinco minutos. Gracias.

(Receso)
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Señores comisionados, después de este receso reanudamos la sesión.

Y sometería a los comisionados la votación de los recursos de revisión.

Quien esté de acuerdo con que el 1683, Secretaría de Obras y Servicios; el 1753, Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda; el 1764, Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda; el 1771, Delegación Tláhuac; y el 1767, de la Autoridad del Espacio Público del Distrito Federal el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueban por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo en que el recurso de revisión RR.SIP.1671, de la Contraloría General del Distrito Federal, el sentido sea modificar y dar vista por revelar información reservada, sírvase manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo con que el RR.SIP.1675/2013 y su acumulado RR.SIP.1676/2013 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; el RR.SIP.1755 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; el 1787 de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal; el 1759 del Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal; y el 1773 de la Delegación Azcapotzalco el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo en que el RR.SIP.1776/2013 de la Delegación Venustiano Carranza el sentido sea modificar e incluir la orientación al Fondo Ambiental Público con la consideración de que ya fue canalizado en su momento, sírvase manifestarlo. 

Incluir también a la Asamblea en este Recurso de Revisión 1776, de Venustiano Carranza, sírvase manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo que el 1780, Secretaría de Finanzas; y el 1799, Sistema de Transporte Colectivo el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo en que el 1761, Secretaría del Medio Ambiente del Distrito Federal, se sobresea por quedar sin materia, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo que el 1777 de la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal; el 1781 de la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal; y el 1793, Sistema de Transporte Colectivo se sobresee por entrega de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo en que en el mismo sentido de sobreseer por la entrega de información sean los recursos 1798 del Sistema Transporte Colectivo, y el 1796 de la Delegación Cuajimalpa de Morelos, sírvase manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo en que el 1788, Consejería Jurídica y de Servicios Legales, el sentido sea sobreseer por no constituir una solicitud de información, sírvase manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo en que el 1726, Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, el sentido sea confirmar, sírvase manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Quien esté de acuerdo con que el 2076, Delegación Magdalena Contreras, se ordene la entrega de información y se dé vista por haberse configurado la omisión de respuesta, sírvase manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Bien, comisionados, hemos terminado con el análisis de los recursos de revisión y sus respectivas resoluciones.

Muchas gracias a la Directora, el Jurídico, Diana.

Pasaríamos entonces a los asuntos generales. Como ya habíamos platicado vamos a diferir para la próxima sesión los informes de comisiones correspondientes al cuarto trimestre de 2013 de todos los comisionados.
Y pasaríamos entonces al segundo punto del Orden del Día propuesto por el Comisionado Alejandro Torres, respecto al posicionamiento del Instituto respecto a la Reforma del Artículo 6º Constitucional.

Por favor, Comisionado Torres, adelante.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias.

Considero que es importante esta fecha porque finalmente se ha logrado lo que prevé la Constitución, que el constituyente permanente logre aprobar finalmente una reforma en materia de acceso a la información pública en materia de transparencia, esta reforma constitucional que llevó mucho tiempo en muchos meses, vinieron después de que se presentaron las iniciativas otras reformas, como la Energética, en fin, otras diferentes materias que fueron más rápidas en su proceso, pero finalmente ya está esta Reforma Constitucional.
Y yo creo que es importante porque va a atacar un problema que se ha detectado a lo largo de la última década que están las leyes, que es el ejercicio de manera diferente en los Estados de la República y en el Distrito Federal también y al nivel de la Federación del derecho al acceso a la información en el que no era lo mismo ejercer este derecho a la información en una entidad que en otra. Creo que eso se ha venido detectando por diversos especialistas y además quienes estamos involucrados en estos temas y era importante establecer una serie de normas mínimas que todas las entidades de la República deben tener para que todos los ciudadanos en cualquier parte del país y todas las personas sin importar tampoco la nacionalidad puedan ejercer este derecho en México con un mínimo que establezca la Constitución.
También creo que la transparencia ahorita es finalmente una necesidad y una urgencia para el país que está transitando precisamente por una serie de reformas en materia energética y en muchas otras materias también, política-electoral también.
Y yo creo que todas las demás reformas que se hagan en el país tendrán que siempre tener un componente de la transparencia y el acceso a la información para que el ciudadano pueda respaldarlas precisamente, pueda exigir su cumplimiento también tal y como corresponda a cada una de ellas, y no hay otra vía más que el derecho a la información, exigir rendición de cuentas a los gobernantes.

Por eso creo que esta reforma en materia de transparencia a nivel de constitución le va a dar mayores elementos al ciudadano para ser vigilante para darle seguimiento a lo que están haciendo nuestros gobierno en cualquier nivel, federal, locales también.

Creo que a los órganos garantes también les ayuda, se ha generado una percepción de que los órganos garantes de estos derechos también pues no están cumpliendo, yo creo que sí están cumpliendo, en mi caso del Distrito Federal yo creo que sí se le está cumpliendo a los ciudadanos y nos va a permitir cumplirle mejor todavía.
Se incorpora lo de la segunda instancia el IFAI, yo creo que el IFAI también tiene que transitar ya hacia otro nivel, hacia otro Estado en el que pueda ser realmente un órgano garante y poder incidir efectivamente en los casos que se requieran; no va a ser tampoco que el IFAI esté viendo resoluciones locales al por mayor, van a ser casos contados, puedo apostar a ello, pero sí va a ayudar a muchos órganos locales a poder mejorar en sus resoluciones, ser más profesionales, mucho más acuciosos en el ejercicio, precisamente garantizar estos derechos. Yo creo que es una buena noticia para el país esta Reforma Constitucional y en la ciudad y particularmente en el INFODF estaremos muy atentos y además muy participativos de proponer lo que debe seguir, que es lo más importante, las secundarias, las leyes secundarias en materia de transparencia de protección de datos personales, no dejar de lado también la parte de archivos, va a ser muy importante y el camino viene largo, pero bueno ya se inició y hoy es un día que valdrá la pena anotar precisamente en las agendas de esta Reforma Constitucional, 11 años después de que se inicia esto en el país, finalmente se da otra gran reforma creo yo de ese gran nivel, de ese gran calado.
Esa es mi aportación para este pronunciamiento.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Me sumo plenamente al pronunciamiento del Comisionado Alejandro Torres, nada más no quería dejar pasar la oportunidad para que la gente que nos está viendo a través de internet que sepa que una vez aprobada la reforma concesional, una de las implicaciones va a ser que tengamos una ley general de datos personales que se tiene que discutir.

Y previendo eso pues este Instituto en el marco del Día Internacional de la Protección de Datos Personales hemos la próxima semana, lunes, martes y miércoles o jueves vamos a hacer un evento me parece de mucho peso y de buen calado en términos que vamos a traer especialistas de Uruguay, Argentina, Colombia, Ecuador, en donde se están discutiendo básicamente y hay una experiencia muy importante en la protección de datos personales, vamos a revisar todo el tema del Estado que guardan los datos personales en los Estados, particularmente en aquellos en donde hay una ley de datos personales y, por supuesto, discutiremos las adecuaciones que tendríamos que impulsar en términos de la Ley del Distrito Federal.

Es un anuncio para que quien nos esté viendo, quien sea nuestros oyentes o videntes cautivos pues puedan acercarse a este evento que me parece que tiene un elemento, un componente fundamental, que es discutir la protección de los datos, pero también ir perfilando cuál va a ser el tenor de las reformas en esa materia.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- ¿Alguien más?
Comisionado Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más felicitar el tema que hemos impulsado a nivel de este propio Órgano de Transparencia y a todos los congresos locales y a la propia Asamblea Legislativa, no a la Asamblea Legislativa desde afuera, pero no le compete la Reforma Constitucional, al Senado de la República, a la Cámara de Diputados de que esto finalmente se haya logrado.
Falta nada más la promulgación por parte del Ejecutivo y saquemos ese comunicado enhorabuena.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pues abusando el tema que está en la mesa y porque es obvio que de ninguna manera ningún comisionado al menos de todos los órganos garantes debemos pronunciarnos al respecto pues yo me sumo a todo lo que ya se ha dicho aquí por parte de mis compañeros.

Y agregaría también que debemos reconocer, hacemos un reconocimiento a todas las organizaciones de la sociedad civil que han acompañado a este proceso y que han sido una parte dinamizadora importante para que se logre, con sus demandas, con su presión y también con la claridad que les han dado diversas evaluaciones que han hecho a los órganos garantes al tema de la transparencia, hay muchas organizaciones muy importantes, como Artículo 19, el FUNDAR, México Infórmate, GESOC, Transparencia Mexicana; hay muchas que no quiero omitir a ninguna de ellas, pero creo que todas ellas con este acompañamiento al tema y con las evaluaciones que han hecho, que en cuanto que la metodología de esas evaluaciones esté bien pues obviamente las conclusiones que se desprenden de esas evaluaciones son pertinentes y nos ayudan a los órganos garantes, no así aquellas evaluaciones que tienen fallas graves en su metodología y que hacen que esas evaluaciones, esas conclusiones, esos resultados no sean propiamente pertinentes y realmente no ayuden mucho al tema.
Entonces, agradecemos, reconocemos este esfuerzo de las organizaciones de una institución pública de educación superior muy prestigiada que sabemos que es el CIDE, que ha hecho las evaluaciones, que ha arrojado precisamente esas conclusiones que nos han ayudado a argumentar a los legisladores la necesidad de contar con esa reforma constitucional y, por supuesto, con una ley general que contemple no solamente la parte de transparencia y rendición de cuentas, sino también y con mucho la protección de datos personales que estamos haciendo un importante esfuerzo desde el INFODF para que el tema se ponga en primer lugar no solamente en nuestra Ciudad de México, sino a nivel nacional.

Y por supuesto también por último la ley de archivos, que es la base fundamental de que el acceso a la información sea una realidad y que haya eficacia y eficiencia en el acceso a la información pública por parte de ellos.

También un reconocimiento obviamente a toda la COMAIP, a todos nuestros compañeros órganos garantes que desde sus trincheras respectivas han trabajado por mejorar el tema, porque muchas deficiencias en los estados respecto del acceso no es atribuible al órgano garante, sino más bien a una legislación deficiente que esperemos que esta circunstancia sea superada.
Invitamos también, creo yo es importante hacerlo, a todos los congresos que todavía no han votado a que voten a la brevedad posible con la mejor voluntad para que esto sea de un claro consenso nacional y eso mismo le dé la fuerza para que esta reforma tenga un excelente inicio. Es cuanto.

Si no hay más y dando por agotada la agenda del día, la Orden del Día, al no haber otro asunto qué tratar y siendo las 15:55 horas del 22 de enero del 2014, damos por terminada la Segunda Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.
Agradecemos a todos su presencia. Muchas gracias.
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